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Señor:
JUEZ 15CIVIL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA
E.                                S.                                   D.

RADICAION              :  2020 – 00019 - 00
CLASE                       :  PROCESO DE EXPROPIACION
DEMANDANTE       :  INSTITUTO NACIONAL DE VIAS "INVIAS"

AQUILES ERNESTO DEL GALLEGO MOLINA, mayor de edad, domiciliado y residenciado en la ciudad de
Barranquilla, iden�ficado con la cedula de ciudadanía No: 3.729.332 expedida en Juan de Acosta,
abogado en ejercicio con tarjeta profesional  59.261 del C.S.J, en mi condición de apoderado judicial del
señor JAIME MARTINEZ VILLAR también mayor de edad domiciliado en la ciudad de Barranquilla, a usted
con todo respeto manifiesto que presento y adjunto INCIDENTE DE NULIDAD  en el proceso de la
referencia, de conformidad con los hechos, fundamentos de derechos y pruebas allegadas a la presente.

Señor juez, en el escrito tanto del derecho de pe�ción presentado ante la en�dad INVIAS y la acción de
tutela deprecada, se encuentra anexada la escritura pública de compraventa a favor de mi mandante.

Del señor juez.

Atentamente,

AQUILES ERNESTO DEL GALLEGO MOLINA
CC No:3729.332 de Juan de Acosta
T.P No: 59.261 del  C.S.J.
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SIGCMA 

JUZGADO QUINCE LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 
Barranquilla, Seis (06) de Julio de Dos Mil Veinte (2020). 

 

ASUNTO 

 
Procede el Despacho a resolver lo que en derecho corresponda en la presente acción de 
tutela, radicada bajo el No. 08001-31-05-015-2020-00081-00, promovida por JAIME 
ANTONIO MARTÍNEZ VILLAR, contra el INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS 
SECCIONAL ATLÁNTICO, por considerar que se le ha vulnerado los derechos 

fundamentales a la PROPIEDAD EN CONEXIDAD CON LA VIVIENDA DIGNA, 
TRABAJO, MÍNIMO VITAL Y VIDA.   
  

ANTECEDENTES: 

 
Los hechos en los cuales el accionante fundamenta esta acción constitucional, se resumen 
de la siguiente manera: 
 

➢ Que adquirió en compraventa efectuada con la señora María Agripina Mesino de 
Cáceres, un bien inmueble ubicado en el Municipio de Tubará – Atlántico, lo cual se 
hace constar con la Escritura Pública N° 041 de 10 de enero de 2013, inscrita en la 
Notaría Primera del Círculo de Barranquilla. 
 

➢ Que dicho inmueble tiene una extensión superficiaria de 9.300 metros cuadrados, 
con las siguientes medidas y linderos, así: NORTE 157 metros, linda con autopista 
al mar Cartagena – Barranquilla; SUR 108,43 metros en línea quebrada con los 
predios que son o eran del señor Javier González Gómez y OESTE 117 metros, 
linda con arroyo en medio – camino rural a Tubará. 

  
➢ Que a dicho inmueble le corresponde el folio de matrícula inmobiliaria N° 040-

320627 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Barranquilla; con 
referencia catastral N° 040002770001000 del Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
Seccional Atlántico. 
 

➢ Que, a la fecha de presentación de la tutela, la mencionada escritura pública de 
compraventa no había sido registrada por él inicialmente por motivos personales; 
así mismo, que en fecha reciente había cancelado los impuestos de registro a favor 
de la Gobernación del Atlántico incluyendo la multa por el lapso de tiempo que 
transcurrió entre la fecha de escrituración y la del registro de la escritura pública. 
 

➢ Que dicha diligencia de registro de la escritura pública ha sido impedida por cuenta 
de dos ofertas de compra que hay sobre el inmueble en discusión, ahora de su 
propiedad, por parte del INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS SECCIONAL 
ATLÁNTICO en virtud del desarrollo de un proyecto de ampliación de la vía 
BARRANQUILLA – CARTAGENA, que tomaría parte de su predio y las cuales pudo 
comprobar al expedírsele el certificado de libertad y tradición del folio de matrícula 
del inmueble en el cual se encontraban dichas anotaciones.  
 

➢ Que, ante la imposibilidad de realizar el registro en discusión, presentó derecho de 
petición a través de apoderado ante la accionada en fecha 19 de marzo de los 
corrientes en el cual se le ponía al tanto de ser el legítimo dueño del inmueble en 
mención y se le solicitó cancelar las dos ofertas de compra ya citadas, a fin de 
proceder al registro de la escritura pública de compraventa del mismo bien ante la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Barranquilla.  
 

➢ Que la entidad accionada dio respuesta a dicha solicitud mediante oficio de fecha 
03 de abril del presente año en el cual le manifestaron que había imposibilidad de 
cancelar las medidas cautelares de oferta temporal sobre el inmueble, hasta tanto 
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no se tramitara la adquisición del mismo, ya fuera a través de proceso de 
enajenación voluntaria o expropiación judicial.  
 

➢ Que dicha situación le ha traído graves perjuicios familiares y en su hogar, ya que 
se ha visto afectado en su derecho a la propiedad de parte de la accionada, al 
impedirle el efectivo goce y disfrute de la propiedad que adquirió, ya que, al 
encontrarse las dos ofertas de compra realizadas por INVIAS, no puede llevar a 
cabo el registro efectivo de la escritura pública de compraventa del inmueble y por 
tanto no puede construir su casa y establecer su asiento familiar. 
 

➢ Que no se opone al desarrollo socio económico de la zona, relacionada con la 
ampliación y construcción de la doble calzada de la vía autopista al mar Cartagena 
-  Barranquilla; simplemente solicita que la accionada levante las dos ofertas de 
compra sobre el bien inmueble para proceder a hacer el registro de la escritura 
pública de compraventa y una vez hecho esto; la accionada podría gravar el predio 
en discusión con las ofertas de compra que considere necesarias para la 
construcción del mencionado proyecto. 
 

PRETENSIONES: 
 

➢ Solicita el accionante que se le tutelen sus derechos fundamentales a la 

PROPIEDAD EN CONEXIDAD CON LA VIVIENDA DIGNA, TRABAJO, 
MÍNIMO VITAL Y VIDA. 
 

➢ En consecuencia, se ordene al INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS 
SECCIONAL ATLÁNTICO a retirar las dos ofertas de compra que realizó sobre el 
bien inmueble con folio de matrícula inmobiliaria N° 040-320627 de la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos de Barranquilla a fin de proceder al registro de la 
Escritura Pública N° 041 de 10 de enero de 2013 con la cual se hizo la compraventa 
del mismo. 
 

PRUEBAS: 
 

➢ Folios 25 a 44 del escrito de acción de tutela.  
 

ACTUACIÓN PROCESAL: 

 
Asignada por reparto ordinario, la acción se admitió con providencia del 12 de Mayo de 
2020, disponiéndose ponerla en conocimiento de la entidad accionada; quien fue notificada 
en dicha fecha a través de los correos electrónicos njudiciales@invias.gov.co; 
mgarcia@invias.gov.co; aespitia@invias.gov.co, mediante Oficio No. 0541-2020. 
 
Mediante sentencia de 27 de mayo de 2020 este Despacho decidió DECLARAR 
IMPROCEDENTE la presente acción al considerarse que no cumplía con los requisitos de 
procedibilidad de la acción; habiéndose estudiado los hechos que originaron la misma 
aplicando la presunción de veracidad del artículo 20 del Decreto 2591 de 1991.  
 
Sin embargo, mediante incidente de nulidad del 02 de Junio de los corrientes, al estudiarse 
una solicitud de corrección del fallo emitido hecha por la accionada quien argumentó que 
no se tuvo en cuenta la contestación allegada por esta en debida forma mediante correo 
electrónico el día 14 de Mayo de 2020 y luego de verificarse que efectivamente se omitió 
tener en cuenta la misma, este Despacho declaró nulidad de oficio de la sentencia de tutela 
del 27 de Mayo/2020 en aras de realizar un nuevo estudio de la misma esta vez atendiendo 
los argumentos y pruebas allegadas por la accionada y así emitir decisión de fondo ajustada 
a los principios de debido proceso y derecho de defensa.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se emitió sentencia fechada 02 de junio de 2020 en la cual 
se declaró IMPROCEDENTE la presente acción, por considerarse que la misma no cumplía 
con los requisitos de procedibilidad para ser estudiada de fondo por el Despacho; 
procediéndose a notificar a las partes de lo mismo mediante correo electrónico en esa 
misma fecha. 
 

mailto:njudiciales@invias.gov.co;
mailto:mgarcia@invias.gov.co
mailto:aespitia@invias.gov.co
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Dicha decisión fue impugnada por el apoderado del accionante mediante escrito allegado 
al correo electrónico institucional del juzgado el día 04 de Junio de los corrientes; 
concediéndose la misma por encontrarse dentro del término legal estipulado; remitiéndose 
al Honorable Tribunal Superior de Barranquilla para su conocimiento, mediante correo 
electrónico recibido por la Secretaría Sala Laboral el día 05 de Junio del cursante año y la 
cual correspondió por reparto ordinario a la Honorable M.P. Claudia María Fandiño de 
Muñiz. 
 
Mediante providencia de 16 de junio de los corrientes, la Magistrada Ponente resolvió 
declarar la nulidad de todo lo actuado por este Despacho a partir del auto de 12 de mayo 
de 2020, inclusive, dejando plena validez de las pruebas aportadas que fueron 
controvertidas dentro de la oportunidad legal; remitiéndose el expediente de vuelta a este 
Juzgado para adoptar las medidas pertinentes para vincular al trámite tutelar a la señora 
MARIA AGRIPINA MESINO DE CACERES en calidad de propietaria del bien inmueble aquí 
en discusión, debiendo realizarse las actuaciones y decisiones procedentes para hacer 
cumplir dicha orden. 
 
Teniéndose lo anterior, este Despacho mediante auto de 18 de junio, procedió a obedecer 
y cumplir lo ordenado por el Tribunal Superior, procediéndose a vincular a esta acción a la 
señora MARIA AGRIPINA MESINO DE CACERES en calidad de propietaria del bien 
inmueble identificado con matrícula inmobiliaria N° 040-320627 de la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos de Barranquilla, ordenándose darle traslado de la presente acción 
para que en un término perentorio e improrrogable de 24 horas contadas a partir del recibo 
de la correspondiente comunicación, presentare por escrito todo lo que ha bien tuviere con 
relación a los hechos y pretensiones de esta tutela. 
 
Así mismo, y por no tener información de contacto de la señora Mesino de Cáceres para 
proceder a su notificación, se ordenó en ese mismo auto requerir a las partes para que en 
un término de 24 horas contadas a partir del recibo de la correspondiente comunicación, 
suministraran al Despacho dichos datos, incluyendo correo electrónico y número telefónico 
y así darle el correspondiente traslado. 
 
Mediante correo electrónico recibido por este Juzgado, el apoderado del accionante y la 
accionada INVIAS manifestaron no tener datos de contacto de la señora Mesino de 
Cáceres, sin embargo, esta última puso en conocimiento del Despacho que dicha vinculada 
había fallecido, aportando copia autenticada ante la notaria quinta del círculo de 
Barranquilla del registro civil de defunción N° 08633959 en el que se registraba que la 
señora Mesino de Cáceres había fallecido el día 28 de agosto de 2014. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior y en aras de garantizar el derecho de defensa de los 
herederos determinados e indeterminados de la señora Mesino de Cáceres, se les vinculó 
a la presenta tutela mediante auto de 25 de junio de los corrientes, para que ejercieran su 
defensa respecto a los hechos que ocasionaron esta acción, ordenándose su 
emplazamiento, por no tenerse conocimiento de datos de contacto para su notificación; para 
lo cual se expidió el correspondiente edicto emplazatorio, que se registró en debida forma 
en el Registro Nacional de Personas Emplazadas el día 26 de Junio. 
 
Hasta la fecha de la presente sentencia, no se recibió contestación de alguno de los 
herederos de la señora Mesino de Cáceres, por lo que se procederá a emitir la sentencia 
que en derecho corresponda dentro del presente trámite tutelar.  
 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
COMPETENCIA. 
El Artículo 37, del Decreto 2591 de 1991 establece que en “Primera instancia. Son 
competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con 
jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la 
presentación de la solicitud. 
 
El que interponga la acción de tutela deberá manifestar, bajo la gravedad del juramento, 
que no ha presentado otra respecto de los mismos hechos y derechos. Al recibir la solicitud, 
se le advertirá sobre las consecuencias penales del falso testimonio. 
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De las acciones dirigidas contra la prensa y los demás medios de comunicación serán 
competentes los jueces de circuito del lugar.” 
 
DECRETO 1983 DEL 30 DE NOVIEMBRE 2017, POR EL CUAL SE MODIFICAN LOS 
ARTÍCULOS 2.2.3.1.2.1, 2.2.3.1.2.4 Y 2.2.3.1.2.5 DEL DECRETO 1069 DE 2015, ÚNICO 
REGLAMENTARIO DEL SECTOR JUSTICIA Y DEL DERECHO, REFERENTE A LAS 
REGLAS DE REPARTO DE LA ACCIÓN DE TUTELA: 

ARTÍCULO  1. Modificación del artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 
2015. Modificase el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, el cual quedara así: 

 "ARTÍCULO  2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el 
artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los 
jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la 
presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes 
reglas: 

 1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o 
entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares serán 
repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces Municipales. 

 2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o 
entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera 
instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría. 

 3. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la Republica, 
del Contralor General de la Republica, del Procurador General de la Nación, del Fiscal 
General de la Nación, del Registrador Nacional del Estado Civil, del Defensor del Pueblo, 
del Auditor General de la Republica, del Contador General de la Nación y del Consejo 
Nacional Electoral serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial o a los Tribunales Administrativos. 

 4. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones de los Fiscales y Procuradores 
serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional 
de la autoridad judicial ante quien intervienen. Para el caso de los Fiscales que intervienen 
ante Tribunales o Altas Cortes, conocerán en primera instancia y a prevención, los 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial o las Salas Disciplinarias de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura. Para el caso de los Procuradores que intervienen ante 
Tribunales o Altas Cortes, conocerán en primera instancia y a prevención, los Tribunales 
Administrativos o las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales. 

5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su 
conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad 
jurisdiccional accionada. 

 6. Las acciones de tutela dirigidas contra los Consejos Seccionales de la Judicatura y las 
Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial serán repartidas, para su conocimiento en 
primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 

 7. Las acciones de tutela dirigidas contra la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de 
Estado serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a la misma 
Corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda 
de conformidad con el reglamento al que se refiere el artículo 2.2.3.1.2.4 del presente 
decreto. 

 8. Las acciones de tutela dirigidas contra el Consejo Superior de la Judicatura y la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia 
y a prevención, a la Corte Suprema de Justicia o al Consejo de Estado y se resolverá por 
la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda de conformidad con el 
reglamento al que se refiere el artículo 2.2.3.1.2.4 del presente decreto. 

 9. Las acciones de tutela dirigidas contra los Tribunales de Arbitraje serán repartidas, para 
su conocimiento en primera instancia, a la autoridad judicial que conoce del recurso de 
anulación. 

 10. Las acciones de tutela dirigidas contra autoridades administrativas en ejercicio de 
funciones jurisdiccionales, conforme al artículo 116 de la Constitución Política, serán 
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repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de 
Distrito Judicial. 

 11. Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y estas sean de 
diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía, de conformidad con las reglas 
establecidas en el presente artículo. 

PARÁGRAFO  1. Si conforme a los hechos descritos en la solicitud de tutela el juez no es 
el competente según lo dispuesto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, este deberá 
enviarla al juez que lo sea a más tardar al día siguiente de su recibo, previa comunicación 
a los interesados. 

PARÁGRAFO  2. Las anteriores reglas de reparto no podrán ser invocadas por ningún juez 
para rechazar la competencia o plantear conflictos negativos de competencia." 
 
Aplicando los anteriores postulados al caso que se analiza, se concluye que el despacho si 
es competente para conocer en primera instancia del presente tramite de tutela debido al 
lugar donde ocurrió la supuesta vulneración de los derechos fundamentales del accionante 
y el tipo de entidad accionada. 
 

MARCO JURIDICO Y JURISPRUDENCIAL DE LOS DERECHOS PRESUNTAMENTE 
VULNERADOS. 

 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 
 
Artículo 58. Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo 
a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes 
posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o 
interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por 
ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social. (…) 
 
(…) Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá 
haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará 
consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine el 
legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior 
acción contenciosa - administrativa, incluso respecto del precio. 
 
SENTENCIA C-189 DE 2006  
DERECHO DE PROPIEDAD. Características. 
 

Al derecho de propiedad se le atribuyen varias características, entre las cuales, se pueden 

destacar las siguientes: (i) Es un derecho pleno porque le confiere a su titular un conjunto 

amplio de atribuciones que puede ejercer autónomamente dentro de los límites impuestos 

por el ordenamiento jurídico y los derechos ajenos; (ii) Es un derecho exclusivo en la medida 

en que, por regla general, el propietario puede oponerse a la intromisión de un tercero en 

su ejercicio; (iii) Es un derecho perpetuo en cuanto dura mientras persista el bien sobre el 

cual se incorpora el dominio, y además, no se extingue -en principio- por su falta de uso; 

(iv) Es un derecho autónomo al no depender su existencia de la continuidad de un derecho 

principal; (v) Es un derecho irrevocable, en el sentido de reconocer que su extinción o 

transmisión depende por lo general de la propia voluntad de su propietario y no de la 

realización de una causa extraña o del solo querer de un tercero, y finalmente; (vi) Es un 

derecho real teniendo en cuenta que se trata de un poder jurídico que se otorga sobre una 

cosa, con el deber correlativo de ser respetado por todas las personas.  
 

Del derecho a la propiedad privada y su función ecológica en el Estado Social de Derecho 
 

(…) De acuerdo con lo expuesto y teniendo como fundamento la Constitución Política de 

1991, es claro que puede definirse a la propiedad privada como el derecho real que se tiene 

por excelencia sobre una cosa corporal o incorporal, que faculta a su titular para usar, 

gozar, explotar y disponer de ella, siempre y cuando a través de su uso se realicen las 

funciones sociales y ecológicas que le son propias. 
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SENTENCIA C-750 DE 2015 
EL CONTENIDO DEL DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA Y SUS LÍMITES. 
 

El derecho de propiedad tiene reconocimiento en el artículo 58 de la Cara Política. El 

ordenamiento jurídico y la jurisprudencia de la Corte han reiterado los viejos atributos del 

derecho de dominio uso, gozo y disposición. Sin embargo, en virtud de la fórmula del Estado 

Social de Derecho, esa garantía perdió su carácter de intangible, de modo que la Carta 

Política restringió los poderes del propietario y los armonizó con los intereses de la 

comunidad y el principio de solidaridad. En esa labor, la Norma Superior previó la 

posibilidad de privar a una persona de su derecho de propiedad contra su voluntad, siempre 

que se observen varios requisitos señalados en ese mismo estatuto, condición que han sido 

concretadas por la jurisprudencia. 

 

(…) En cuanto al concepto de la propiedad, la Ley civil ha definido el dominio cómo: “el 

derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella, no siendo contra ley o 

contra derecho ajeno”[67] . Tal consagración legal, ha llevado que se reconozca tres 

atributos a ese derecho, a saber el uso, el gozo y la disposición. Esos beneficios advierten 

que el propietario ejerce un poder pleno y exclusivo, de modo que solo él puede sacar 

provecho de la cosa. 

 

REGISTRO DE PREDIOS EN OFICINA DE INSTRUMENTOS PUBLICOS-
Carece de efectos posesorios/POSESION INSCRITA-Inexistencia 

  
Este Tribunal precisa que la posesión tiene una concepción material, denotación que excluye 

la posibilidad de que la inscripción de la detentación de la posesión pueda ser considerada 

como una especie de esa institución jurídica. Dicha conclusión se sustenta en que el registro 

de los predios en las oficinas de instrumentos públicos carece de efectos posesorios, al punto 

que no puede fungir como una forma de restricción de la protección de la posesión, puesto 

que es un elemento irrelevante para ésta. En otras palabras, la posesión inscrita no existe 

en el ordenamiento jurídico colombiano. 

 
LEY 1882 DE 2018 

 

Artículo 10. El artículo 25 de la Ley 1682 de 2013, modificado por la Ley 1742 de 2014, 

artículo 4°, quedará así: Artículo 25. Notificación de la oferta. La oferta deberá ser 

notificada únicamente al titular de los derechos reales que figure registrado en el folio de 

matrícula del inmueble objeto de expropiación o al respectivo poseedor regular inscrito o 

a los herederos determinados e indeterminados, entendidos como aquellas persona! que 

tengan la expectativa cierta y probada de entrar a representar al propietario fallecido en 

todas sus relaciones jurídicas por causa de su deceso de conformidad con las leyes vigentes. 

La oferta será remitida por el representante legal de la entidad pública competente para 

realizar la adquisición del inmueble o su delegado; para su notificación se cursará oficio al 

propietario, poseedor inscrito o a los herederos determinados e indeterminados (…) 

Negritas por el Despacho. 
 
 
SENTENCIA C-750 DE 2015 
NOTIFICACIÓN A LOS POSEEDORES INSCRITOS DE LA OFERTA DE 
COMPRA DEL INMUEBLE: CARGO CONTRA EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY 
1742 DE 2014 POR VULNERACIÓN AL DERECHO A LA IGUALDAD Y 
PROPIEDAD 

 
La actora señaló que los segmentos censurados del artículo 4º de la Ley 1742 de 2014 

vulneran los derechos a la igualdad y a la propiedad, en la medida en que establecieron que 

la notificación de la oferta de compra del inmueble sólo debe ser notificado al poseedor 

inscrito en el folio de matrícula inmobiliaria, de modo que el poseedor material que carece 

de inscripción queda excluido de ese acto de comunicación. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/C-750-15.htm#_ftn67
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(…) En el caso concreto, existen dos grupos de sujetos que tienen un patrón de igualdad, que 

corresponde a que son poseedores regulares de un bien, de modo que se comportan como 

señores y dueños del inmueble. De una parte, los poseedores inscritos detentan un predio sin 

reconocer otro propietario y registraron el título que habla de ese hecho ante la oficina de 

instrumentos públicos. De otra parte, los poseedores no inscritos detentan materialmente el 

bien y se comportan como dueños, empero carecen de registro sobre ese hecho. En los dos 

eventos, los poseedores son regulares, es decir, se acompañan del justo título y la buena fe. 

La inscripción es una diferencia mínima si se tiene en cuenta que la posesión como especie 

de dicha institución no existe en el ordenamiento jurídico colombiano. Se recuerda que el 

registro del título contentivo de la posesión otorga publicidad a ese hecho y facilita su prueba 

para efectos de prescripción ordinaria.” 

 

LAS PRUEBAS, SU ANÁLISIS Y FALLO 

 
El objeto del presente trámite tutelar es lograr el amparo de los derechos fundamentales a 

la PROPIEDAD EN CONEXIDAD CON LA VIVIENDA DIGNA, TRABAJO, MÍNIMO 
VITAL Y VIDA del señor JAIME ANTONIO MARTÍNEZ VILLAR, los cuales vienen siendo 
presuntamente vulnerados por el INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS SECCIONAL 
ATLÁNTICO, al no retirar dos ofertas de compra hechas sobre el bien inmueble identificado 
con matrícula inmobiliaria N° 040-040-320627 de la Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos de Barranquilla y sobre el cual el actor realizó compraventa materializada a través 
de escritura pública N° 041 de 10 de enero de 2013, inscrita en la Notaría Primera del 
Círculo de Barranquilla y la cual no ha podido inscribir debidamente ante la oficina de 
registro de instrumentos públicos en virtud de encontrarse vigentes las mencionadas ofertas 
de compra hechas por la accionada. 
 
De conformidad con los hechos de la acción de Tutela y la objetiva valoración del material 
probatorio aportado al expediente el despacho observó lo siguiente: 
 
Que mediante Escritura pública N° 041 del 10 de enero de 2013 se llevó a cabo la venta 
hecha por la señora MARÍA AGRIPINA MESINO DE CÁCERES identificada con C.C. 
32.617.715 en calidad de VENDEDORA al señor JAIME ANTONIO MARTÍNEZ VILLAR 
identificado con pasaporte N° D-0156567 en calidad de comprador del bien inmueble 
identificado con matrícula inmobiliaria 040-320627 y código catastral 040002770001000 
ubicado en el municipio de Tubará (Atlántico), de carácter URBANO; realizada ante la 
Notaria Primera de Barranquilla, con un valor del acto de $213.450.000,oo. Folios 32, 33, 
36 a 39.  
 
Que según certificado de paz y salvo de fecha 07 de enero de 2013 expedido por la Alcaldía 
Municipal de Tubará, se dejó constancia que la señora MARÍA AGRIPINA MESINO DE 
CÁCERES aparecía inscrita en el libro catastral vigente de ese municipio como propietaria 
del predio con ficha catastral N° 04.00.0277.0001.000 ubicado en la CALLE 1 N° 33-800 
del municipio de Tubará, zona RURAL y con avalúo catastral por valor de $213.410.000,oo; 
y se encontraba a paz y salvo con el municipio por concepto de impuesto predial, intereses 
moratorios y medio ambiente hasta el 31 de diciembre de 2013. Folio 33. 
 
Que de acuerdo al certificado de tradición del inmueble en cuestión con matrícula 
inmobiliaria 040-320627 expedido el día 17 de abril de los corrientes, figura como propietaria 
del bien inmueble la señora MARÍA AGRIPINA MESINO DE CÁCERES de acuerdo a 
compraventa realizada por esta con el señor JAVIER GONZÁLEZ GÓMEZ mediante 
escritura pública N° 1,450 del 24 de Junio de 1997 ante la Notaria Primera del Círculo de 
Barranquilla; así mismo, las dos últimas anotaciones de dicho certificado son dos ofertas 
de compra de bien urbano de fechas 08 de octubre de 2018 y 11 de abril de 2019 hechas 
por el INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS – INVIAS de BOGOTÁ D.C. a la señora MARÍA 
AGRIPINA MESINO DE CÁCERES. Folios 41 a 44. 
 
Que mediante derecho de petición dirigido por el accionante a INVIAS SECCIONAL 
ATLÁNTICO, solicitó la cancelación de las dos ofertas de compra y/o medidas cautelares 
mencionadas anteriormente sobre el inmueble en discusión a fin de poder este hacer el 
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registro de la escritura pública de compraventa N° 041 del 10 de enero de 2013 otorgada 
por la Notaria Primera del Círculo de Barranquilla. Folios 25 a 28. 
 
Que mediante respuesta al derecho de petición elevado por el actor, la accionada le dirigió 
oficio SMA 13631 de fecha 03 de abril de 2020 en el cual le manifestó que de acuerdo a la 
ejecución del Proyecto Contrato N° 1674 de 2015 celebrado entre INVIAS y el Ministerio de 
Transporte, se aprobó la ejecución del “MEJORAMIENTO GESTIÓN PREDIAL, SOCIAL Y 
AMBIENTAL MEDIANTE LA CONSTRUCCIÓN DE LA SEGUNDA CALZADA DE LA 
CARRETERA CARTAGENA – BARRANQUILLA EN DEPARTAMENTOS DE BOLÍVAR Y 
ATLÁNTICO PARA PROGRAMA VÍAS PARA EQUIDAD”; por lo cual INVIAS delegó al 
contratista MARIO ALBERTO HUERTAS COTES a fin de adelantar la gestión predial y 
quien dentro de sus actividades requiere para su desarrollo un área de terreno contenida 
en el predio con folio de matrícula inmobiliaria N° 040-320627 de la ORIP de Barranquilla y 
en la que figura como titular inscrita del derecho real de dominio la señora MARÍA 
AGRIPINA MESINO DE CÁCERES. 
 
Que por tal razón y en aras de seguir el proceso de adquisición predial y de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 25 de la ley 1682 de 2013, modificada por el artículo 10 de la ley 
1882 de 2018, INVIAS expidió oferta formal de compra SMA 36657 de fecha 24 de agosto 
de 2018 dirigida a la señora MARÍA AGRIPINA MESINO DE CÁCERES, quien fue notificada 
de la misma en los términos establecidos en la ley 1437 de 2011 e inscrita mediante 
anotación N° 006 del folio de matrícula inmobiliaria 040-320627; y que a dicha oferta se le 
realizo un alcance contenida en la SMA 10147 de 11 de marzo de 2019, debido a un error 
en la digitación del área requerida, sin haberse generado otro tipo de modificación a la 
oferta; notificándose igualmente de lo mismo a la titular inscrita del derecho real de dominio, 
esto es, la señora Mesino de Cáceres.  
 
Que una vez agotado lo anterior, y sin que se hubiese podido materializar acuerdo de 
enajenación voluntaria entre las partes, se expidió Resolución N° 000377 de 12 de febrero 
de 2020, por medio del cual se ordenó por motivos de utilidad pública e interés social el 
inicio del trámite de expropiación de una zona de terreno requerida para el proyecto.  
 
Que a la fecha de respuesta del derecho de petición, el señor Jaime Antonio Martínez Villar, 
no figura en el folio de matrícula inmobiliaria 040-320627 de la ORIP Barranquilla como 
propietario del inmueble aquí en discusión, por lo que todo lo que se realizara sobre dicho 
bien, iba dirigido a la persona que se encontrare registrada como propietario en el 
correspondiente folio de matrícula, que para el caso sub lite viene siendo la señora María 
Agripina Mesina de Cáceres, y por tanto resultaba imposible acceder a la petición del actor, 
por cuanto incluso aun habiendo una copia de una escritura pública donde se “evidenciaba” 
un contrato de compraventa del inmueble en cuestión, no era menos cierto que la misma 
no ha sido oponible a terceros y por tanto INVIAS había actuado en derecho ante quien en 
la actualidad figura como titular del derecho real de dominio del bien.  
 
Por último, que de acuerdo a las conversaciones sostenidas con los poseedores y 
herederos de la señora Mesino de Cáceres, no se había mencionado ni reconocido la 
compraventa que relaciona el aquí accionante, así como tampoco se le había reconocido 
como propietario de dicho bien; y que muy por el contrario, había desacuerdo entre 
herederos y/o poseedores sobre la consolidación de la propiedad y otorgamiento del 
permiso de intervención voluntaria, lo que llevó a que se iniciara el proceso de expropiación 
judicial. Folios 29 a 31. 
 
Establecidos los presupuestos facticos, que motivaron el presente tramite tutelar, el 
despacho considera pertinente realizar las siguientes consideraciones. 
 
En primer término tenemos que la accionada INVIAS SECCIONAL ATLÁNTICO fue 
notificada de este trámite de tutela el día 12 de mayo de los corrientes mediante el oficio 
circular N° 0541-2020, enviado mediante el correo institucional del Despacho a los correos 
electrónicos njudiciales@invias.gov.co; mgarcia@invias.gov.co; 
aespitia@invias.gov.co; estos dos últimos proporcionados por el apoderado del 
accionante.  
 

mailto:njudiciales@invias.gov.co;
mailto:mgarcia@invias.gov.co
mailto:aespitia@invias.gov.co
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En dicho oficio se le solicitaba que en un término de VEINTICUATRO (24) HORAS rindieran 
un informe claro, sucinto y detallado de los hechos objeto de esta acción, así como los 
demás argumentos o precisiones que a bien quisiera aportar en su defensa; que el informe 
se consideraría rendido bajo la gravedad del juramento y el no envío de lo solicitado dentro 
del término concedido para ello hará presumir veraces los hechos planteados por el 
accionante de Tutela;  dando contestación a la presente tutela el día 14 de mayo de 2020 
mediante escrito allegado a este Despacho mediante correo electrónico, contentivo de 10 
archivos adjuntos, manifestando a groso modo lo siguiente: 
 

▪ Que INVIAS en cumplimiento de sus objetivos institucionales suscribió el Contrato 
de Obra No. 1674 de 2015, cuyo objeto es «MEJORAMIENTO, GESTIÓN PREDIAL, 
SOCIAL Y AMBIENTAL MEDIANTE LA CONSTRUCCIÓN DE LA SEGUNDA 
CALZADA DE LA CARRETERA CARTAGENA- BARRANQUILLA EN LOS 
DEPARTAMENTOS DE BOLÍVAR Y ATLÁNTICO PARA EL PROGRAMA “VÍAS 
PARA LA EQUIDAD”» 
 

▪ Que dicho contrato requiere de la adquisición de un área de terreno de TRES MIL 
CIENTO CINCUENTA Y UN COMA DIECISIETE METROS CUADRADOS (3.151,17 
M2), que hace parte de un predio de mayor extensión denominado “Lote de 
Terreno”, identificado en el Geoportal del IGAC como “C1 33-800”, ubicado en la 
vereda Tubará, del municipio de Tubará departamento del Atlántico, localizado entre 
las abscisas inicial Km 79+297,87 D y final Km 79+450,63 D, identificado con 
matrícula inmobiliaria 040-320627 de la Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos de Barranquilla (Atlántico) y la cédula catastral 040002770001000. 
 

▪ Que en virtud de lo anterior y en aras de iniciar con el proceso de adquisición predial 
el INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS – INVIAS, expidió Oferta Formal de Compra 
SMA 36657 de fecha 24 de Agosto de 2018 dirigida a la señora MARIA AGRIPINA 
MESINO DE CACERES, quien ostenta la calidad de titular del  derecho  real de 
dominio, la cual fue notificada en los términos establecidos en el Art. 69 de la Ley 
1437 de 2011 y fue inscrita por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 
Barranquilla en la anotación No. 006 del folio de matrícula inmobiliaria No. 040-
320627.  
 

▪ Que se hizo necesario realizar un Alcance a la Oferta Formal de Compra antes 
mencionada, contenida en la SMA 10147 de fecha 11 de Marzo de 2019, por error 
en la digitación del área requerida, sin generar otro tipo de modificación a la oferta, 
por lo que se procedió a notificar a la  titular registrado en el folio de matrícula, y se 
inscribió tal acto en la anotación No. 007 del folio identificado con No. 040-320627 
de la ORIP Barranquilla, a fin de corresponder con el principio de publicidad que le 
asiste al acto administrativo.  
 

▪ Que vencido el plazo de negociación directa sin que se lograra un acuerdo de 
enajenación voluntaria, el INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS – INVIAS, emitió la 
respectiva Resolución de expropiación No. 000377 de 12 de febrero de 2020, 
mediante la cual procedió a «Ordenar por motivos de utilidad pública e interés social, 
el inicio del trámite para la expropiación judicial, de una zona de terreno requerida 
para el desarrollo del proyecto «MEJORAMIENTO, GESTIÓN PREDIAL, SOCIAL Y 
AMBIENTAL MEDIANTE LA CONSTRUCCIÓN DE LA SEGUNDA CALZADA DE 
LA CARRETERA CARTAGENA- BARRANQUILLA EN LOS DEPARTAMENTOS 
DE BOLÍVAR Y ATLÁNTICO PARA EL PROGRAMA “VÍAS PARA LA EQUIDAD”», 
la cual fue notificada en los términos establecidos legalmente el pasado 16 de marzo 
de 2020. 
 

▪ Que frente a los hechos relatados por el accionante, es claro que a pesar de que 
exista la Escritura Pública de venta del predio identificado con folio de matrícula 
inmobiliaria No 040-320627 no se configura la trasferencia de dominio, por ello la 
entidad no formulo el acto administrativo correspondiente a la oferta formal de 
compra al señor JAIME ANTONIO MARTINEZ VILLAR toda vez que a la fecha no 
se encuentra en el tracto sucesivo de la tradición del bien inmueble objeto de esta 
Litis, razón por la cual es evidente que el Instituto Nacional de Vías- INVIAS a través 
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de su contratista NO ha generado vulneración a los derechos constitucionales 
establecidos. 
 

▪ Que no obstante todos los argumentos esgrimidos a lo largo de la contestación de 
la presente acción de tutela, es importante manifestar que el accionante cuenta con 
todas las garantías para hacerse parte del proceso de expropiación que se adelanta. 
 

▪ Allegó como pruebas: Copia del contrato No. 1674 de 2015 suscrito entre el Instituto 
Nacional de Vías INVIAS y Mario Huertas Cotes; Folio de Matricula Inmobiliaria No 
040-320627 de la Oficina de Instrumentos Públicos de Barranquilla; Oferta Formal 
de Compra SMA 36657 de fecha 24 de agosto de 2018; Alcance de oferta de compra 
SMA 10147 de fecha 11 de marzo de 2019; Derecho de petición interpuesto por el 
Dr. Aquiles del Gallego Molina de fecha 18 de marzo de 2020; Respuesta a derecho 
de petición mediante oficio SMA 13631 de fecha 03 de abril de 2020. 
 

▪ Por todo lo anterior, solicita se deniegue la tutela por considerar sus argumentos 
carentes de todo fundamento fáctico y jurídico y por considerarse que no hay 
vulneración de derecho alguno. 
 

De igual manera, atendiendo la orden impartida por la sala de la M.P. Claudia María Fandiño 
de Muñiz del Honorable Tribunal Superior, mediante auto de 18 de Junio se vinculó al 
presente trámite tutelar a la señora MARIA AGRIPINA MESINO DE CACERES en calidad 
de propietaria del bien inmueble identificado con matrícula inmobiliaria N° 040-320627 de 
la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Barranquilla, ordenándose darle traslado 
de la presente acción para que en un término perentorio e improrrogable de 
VEINTICUATRO (24) HORAS contadas a partir del recibo de la correspondiente 
comunicación, presentare por escrito todo lo que ha bien tuviere con relación a los hechos 
y pretensiones de esta tutela; que el informe se consideraría rendido bajo la gravedad del 
juramento y el no envío de lo solicitado dentro del término concedido para ello hará presumir 
veraces los hechos planteados por el accionante de Tutela. 
 
Sin embargo, y de acuerdo a la información proporcionada por la accionada INVIAS, en la 
cual puso en conocimiento del Despacho que dicha vinculada había fallecido, aportando 
copia autenticada ante la notaria quinta del círculo de Barranquilla del registro civil de 
defunción N° 08633959 en el que se registraba que la señora Mesino de Cáceres había 
fallecido el día 28 de agosto de 2014. 
 
Teniéndose lo anterior y en aras de garantizar el derecho de defensa de los herederos 
determinados e indeterminados de la señora Mesino de Cáceres, se les vinculó a la 
presenta tutela mediante auto de 25 de junio de los corrientes, para que ejercieran su 
defensa respecto a los hechos que ocasionaron esta acción, ordenándose su 
emplazamiento, por no tenerse conocimiento de datos de contacto para su notificación; para 
lo cual se expidió el correspondiente edicto emplazatorio, que se registró en debida forma 
en el Registro Nacional de Personas Emplazadas el día 26 de Junio. 
 
Hasta la fecha de la presente sentencia, no se recibió contestación de alguno de los 
herederos de la señora Mesino de Cáceres, por lo que procede el Despacho a dar aplicación 
al artículo 20 del Decreto 2051 de 1991, el cual reza: 
 
“ARTICULO 20. PRESUNCIÓN DE VERACIDAD. Si el informe no fuere rendido dentro 
del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver 
de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa.” 
 
En aplicación del mandato legal anteriormente citado y de la valoración de las pruebas 
allegadas al expediente, procede el despacho a declarar como ciertos los hechos narrados 
por el accionante, en el texto de su demanda de tutela, respecto a lo concerniente a la 
señora Mesino de Cáceres. 
 
Ahora bien, valorados los argumentos esbozados y las pruebas allegadas por las partes y 
teniendo en cuenta el carácter subsidiario de la acción de tutela, es imperativo determinar 
si la que nos ocupa se encuentra acorde con los requisitos generales de procedencia y de 
cumplirlos, entrar entonces a estudiar de fondo el caso concreto. 
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Respecto a la legitimación en la causa por activa, el artículo 86 de la Constitución Política 
establece la facultad que tiene toda persona para interponer la acción de tutela por sí misma 
o por quien actúe a su nombre, con el fin de reclamar ante los jueces la protección de los 
derechos fundamentales que considere vulnerados. Es así que la misma puede ser 
presentada directamente por la persona afectada, su representante legal o por medio de 
agente oficioso. 
 
En el caso sub lite, el señor JAIME MARTÍNEZ VILLAR interpuso la presente acción a través 
de apoderado judicial para reclamar derechos de propiedad sobre un bien inmueble 
identificado con matrícula inmobiliaria 040-320627 de la OIRP Barranquilla, sobre el cual 
realizó un contrato de compraventa con la señora MARÍA AGRIPINA MESINO DE 
CÁCERES, a través de escritura pública N° 041 del 10 de enero de 2013, pero la cual no 
inscribió debidamente en su momento y por tanto no se puede hacer valer como propietario 
de dicho bien ahora que tiene la intención de hacerlo, ya que sobre el mismo pesa una 
oferta de compra de parte de INVIAS para la ejecución de un proyecto de carácter social.  
 
Teniendo entonces lo anterior, y de acuerdo a lo establecido por la ley y reiterada 
jurisprudencia al respecto, solo se podrá refutar como propietario de un bien inmueble aquel 
que además de haber efectuado un contrato de compraventa sobre el mismo, haya 
registrado este debidamente ante la oficina de instrumentos públicos correspondiente con 
la escritura pública con la cual se hubiere formalizado el contrato entre las partes; para 
entonces así hacer la respectiva anotación en el certificado de libertad y tradición de dicho 
inmueble y figurar este como la persona legitimada para ejercer el derecho real de dominio 
sobre el mismo.  
 
Como en este caso el accionante busca que a través de la vía de tutela se le ordene a la 
accionada levante una oferta de compra sobre el bien inmueble mencionado para poder 
proceder a realizar el registro de la escritura pública con la cual hizo la compraventa del 
mismo; es menester señalar entonces que en aras de poder reclamar la protección de sus 
derechos fundamentales a la propiedad y demás conexos invocados por él en su escrito de 
tutela, no debió siquiera impetrarla en contra de la accionada INVIAS; porque es la señora 
MARÍA AGRIPINA MESINO DE CÁCERES quien aparece actualmente como propietaria 
del bien inmueble sobre el cual pretende reclamar su derecho a la propiedad y quien sería 
la única que podría tener controversias sobre este con INVIAS, por ser ella quien ante la 
ley tiene el derecho real de dominio sobre el bien.  
 
Por tanto, considera este Despacho que el accionante NO se encuentra legitimado en la 
causa por activa para reclamar derechos sobre dicho bien en contra de INVIAS, porque tal 
como esta última le manifestó en la respuesta al derecho de petición elevado por este a 
dicha entidad, esta actuó en derecho y de acuerdo a las normas establecidas para realizar 
la oferta de compra sobre el inmueble, notificando de la misma a quien aparece registrada 
en debida forma como propietaria de este en el certificado inmobiliario, esto es, la señora 
Mesino de Cáceres.  
 
En gracia de discusión, si el accionante quisiera reclamar los derechos de propiedad sobre 
el inmueble, debió entonces impetrar la tutela en contra de la señora MARÍA AGRIPINA 
MESINO DE CÁCERES, si consideraba que era la vía más acorde para la protección de 
sus derechos, probando que, de no ser concedido vía tutela, se causaría un perjuicio 
irremediable.  
 
La legitimación por pasiva tal como se tiene entendida, es la capacidad legal del 
destinatario de la acción de tutela para ser demandado y para suplir los requerimientos 
hechos por el accionante en caso de accederse a ellos, pues solo este está llamado a 
responder por la vulneración de los derechos fundamentales cuando se acredite lo mismo. 
En este caso, si bien la accionada INVIAS realizo una oferta de compra sobre el bien 
inmueble del cual el actor pretende hacer valer su derecho de propiedad, no sería esta la 
llamada a responder por el mismo, ya que como se mencionó anteriormente, la controversia 
vendría a ser con la señora Mesino de Cáceres quien actualmente ostenta el derecho real 
de dominio del bien y con quien podría dirimir la misma; por lo que considera este juzgador 
que no se configura la legitimación por pasiva, al no ser INVIAS la llamada a responder por 
derechos de propiedad del inmueble en cuestión.  
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Respecto al principio de inmediatez, está configurado como un límite temporal para la 
procedencia de la tutela; por lo que la misma debe ser interpuesta en un plazo razonable, 
oportuno y justo ya que nos encontraríamos ante la necesidad de una protección urgente e 
inmediata de los derechos fundamentales; teniéndose así mismo en cuenta las 
circunstancias particulares de cada caso.  
 

En el presente caso, la tutela fue presentada por el accionante el día 22 de abril de 2020 a 
través de la Oficina Judicial, quien notificó al Despacho que nos había correspondido el 
reparto el día 12 de mayo de los corrientes a través del correo electrónico institucional. De 
igual manera, tenemos que el objeto de discusión de la presente tutela es un contrato de 
compraventa realizado mediante escritura pública N° 041 del 10 de enero de 2013, la cual 
no ha sido registrada ante la oficina de registro de instrumentos públicos de Barranquilla 
por el actor alegando en primera medida la imposibilidad por razones personales, falta de 
recursos económicos y haberse tenido que ir para el hermano país Venezuela y por último, 
la existencia de una oferta de compra hecha por INVIAS que sacó del comercio al bien 
inmueble, lo cual imposibilita el registro del mismo hasta tanto se efectúe ya sea la 
enajenación voluntaria entre las partes legitimadas para ello o en su defecto el proceso de 
expropiación judicial de no llegarse a un acuerdo.  
 
Pero observa el Juzgado, que aun habiéndose argumentado lo anterior, han pasado ya más 
de 7 años desde la ejecución del contrato de compraventa sobre el cual quiere hacer el 
respectivo registro el accionante; y si bien la Corte Constitucional no establece un plazo 
para la presentación de una acción de tutela, si deja sentado que debe ser uno razonable, 
oportuno y justo, ya que lo que se busca es proteger de manera inmediata y urgente los 
derechos fundamentales de quien así lo reclama, cuando se avizore un inminente peligro 
en la integridad de los mismos y se busque evitar un perjuicio irremediable; lo cual se 
considera no es el caso que nos ocupa, ya que si bien el actor manifiesta que tuvo 
imposibilidad en su momento de hacer el registro de la compraventa del bien inmueble, no 
prueba de manera fehaciente que en la actualidad después de 7 años de haber ejecutado 
el contrato de compraventa del bien, se encuentre ante la causación de un perjuicio 
irremediable que deba ser atendido vía constitucional. Por lo que, tampoco procede el 
principio de inmediatez de la presente acción.  
 
Por último, el principio de subsidiariedad tal como ha sido reiterado en múltiples 
jurisprudencias, implica que la tutela solo procederá cuando el accionante no disponga de 
otro medio defensa judicial, salvo que sea utilizado para evitar un perjuicio irremediable, 
debiendo analizarse en cada caso concreto y cuando el amparo es promovido para 
personas que requieren especial protección constitucional, como niños, niñas y 
adolescentes, el examen de procedencia es menos estricto. 
 
En el caso sub lite, tal como se tienen establecidas las pretensiones del actor y que no se 
encuentra legitimado en la causa para instaurar esta tutela en contra de INVIAS, primero 
por no ser él el propietario del bien inmueble en discusión y segundo por no ser esta 
accionada la llamada a responder por dicho derecho de propiedad. 
 
De otro lado, considera este juzgador que en aras de dirimir esta controversia, el accionante 
tiene las vías ordinarias ante la jurisdicción civil para hacer valer su derecho a la propiedad 
sobre el bien que adquirió por compraventa pero que no registró, debiéndose llevar dicho 
proceso en contra de la señora Mesino de Cáceres y todos aquellos herederos y/o 
poseedores de dicho inmueble, ya que vía tutela no quedó probada la causación de un 
perjuicio irremediable que requiriera protección constitucional; todo esto en virtud del 
respeto por el principio de autonomía e independencia judicial, puesto que, la Justicia 
Ordinaria sigue siendo el escenario natural para resolver las controversias judiciales de 
acuerdo a la competencia de cada jurisdicción y el Juez Constitucional no puede entrar a 
estudiar cuestiones que no tengan clara relevancia constitucional, so pena de inmiscuirse 
en asuntos que claramente no le corresponden resolver. 
 
Adicionalmente, y tal como lo manifestó la accionada en su contestación, el actor cuenta 
con todas las garantías para hacerse parte del proceso de expropiación que se adelanta 
sobre el inmueble en cuestión y hacer valer sus derechos sobre este que como comprador 
adquirió cuando celebró el contrato de compraventa con la señora Mesino de Cáceres.  
 



  

13 

 

 

En este orden de ideas y constatado como se encuentra que a pesar de la vinculación al 
trámite tutelar de la señora Mesino de Cáceres y sus herederos determinados e 
indeterminados; no se cambió de manera estructural el estudio de los requisitos de 
procedibilidad de la misma y es por esto que el Despacho se mantiene en su decisión inicial 
de considerar que la misma no cumple con los requisitos de procedibilidad para poder entrar 
a estudiarla de fondo, siendo lo procedente declarar su improcedencia, de acuerdo a lo 
expuesto anteriormente.  
 

DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto el JUZGADO QUINCE LABORAL DEL CIRCUTO DE 
BARRANQUILLA (ATLÁNTICO), administrando Justicia en nombre de la República de 
Colombia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela impetrada a través de 
apoderado por el señor JAIME ANTONIO MARTÍNEZ VILLAR identificado con Pasaporte 
N° D-0156567, contra el INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS – INVÍAS SECCIONAL 
ATLÁNTICO, de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de este proveído.  
 
SEGUNDO: Por secretaria líbrense las comunicaciones de que trata el artículo 30 del 
Decreto 2591 de 1991, bien notificándose por telegrama o el medio más expedito y eficaz; 
y se les indica a los sujetos procesales que cuentan con un término de tres (3) días para 
impugnar el presente fallo.  
 
TERCERO: De no ser impugnado el presente fallo, dentro del término legal, remítase el 
cuaderno original a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, de 
conformidad con lo preceptuado en el Art. 31 del Decreto 2591.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
OLGA LIGIA SOBRINO RODRIGUEZ 

JUEZ. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA- RAMA JUDICIAL 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BARRANQUILLA 

SALA UNO1 DE DECISIÓN LABORAL 
SALA DE DECISIÓN DE TUTELA 

 

REF: ACCIÓN DE TUTELA (SEGUNDA INSTANCIA). 

ACCIONANTE: JAIME ANTONIO MARTÍNEZ VILLAR. 

ACCIONADO: INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS SECCIONAL ATLÁNTICO.  

RADICACIÓN: 08-001-31-05-015-2020-00081-02(000). 

 

MAGISTRADA PONENTE: CLAUDIA MARÍA FANDIÑO DE MUÑIZ. 

 
Barranquilla, Dieciocho (18) de agosto de dos mil veinte (2.020). 

 

Procede la Sala Uno2 de Decisión laboral del Tribunal Superior de Barranquilla, 

integrada por los Magistrados CLAUDIA MARÍA FANDIÑO DE MUÑIZ como 

Ponente, CARMEN CECILIA CORTES SÁNCHEZ y JESÚS RAFAEL BALAGUERA 

TORNÉ, como acompañantes a resolver la impugnación del fallo proferido dentro de 

la acción de tutela interpuesta por el señor JAIME ANTONIO MARTÍNEZ VILLAR contra 

el INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS SECCIONAL ATLÁNTICO, y como 

vinculada, MARIA AGRIPINA MESINO DE CACERES.  

 

Previa deliberación de los Magistrados que integran la Sala de Decisión, se aprobó 

mediante acta No. __234__ la siguiente SENTENCIA: 

 

1. ANTECEDENTES 

 
1.1. SOLICITUD DE LA TUTELA: 

 
El señor Jaime Antonio Martínez Villar, a través de apoderado judicial promovió acción 

de tutela contra el Instituto Nacional de Vías – INVIAS Seccional Atlántico, para que 

se tutelen los derechos fundamentales a la propiedad en conexidad con la vivienda 

digna, trabajo, mínimo vital y vida, y en consecuencia,  se ordene a la entidad 

accionada retirar las dos ofertas de compra que realizó sobre el bien inmueble con 

 
1De conformidad a lo establecido en el artículo 1º del Acuerdo PCSJA17-10666 del 25 de abril de 2.017 expedido 
por el Consejo Superior de la Judicatura, desarrollado por el Acuerdo No. 0005 del 2 de mayo de 2.017 de la Sala 
Laboral de este Tribunal “por el cual se conforman las Salas de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Barranquilla”. 
2De conformidad a lo establecido en el artículo 1º del Acuerdo PCSJA17-10666 del 25 de abril de 2.017 expedido 
por el Consejo Superior de la Judicatura, desarrollado por el Acuerdo No. 0005 del 2 de mayo de 2.017 de la Sala 
Laboral de este Tribunal “por el cual se conforman las Salas de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Barranquilla”. 
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folio de matrícula inmobiliaria N° 040-320627 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Barranquilla, a fin de proceder al registro de la Escritura 

Pública N° 041 de 10 de enero de 2013 con la cual se hizo la compraventa del mismo.      

 
1.2.  HECHOS: 

 
Los supuestos fácticos alegados por la parte accionante se sintetizan de la siguiente 

manera: Afirma que adquirió en compraventa efectuada con la señora María Agripina 

Mesino de Cáceres un bien inmueble ubicado en el Municipio de Tubará – Atlántico, 

que consta en la Escritura Pública N° 041 de 10 de enero de 2013, e inscrita en la 

Notaría Primera del Círculo de Barranquilla, inmueble que tiene una extensión 

superficiaria de 9.300 metros cuadrados, con las siguientes medidas y linderos, así: 

NORTE 157 metros, linda con autopista al mar Cartagena – Barranquilla; SUR 108,43 

metros en línea quebrada con los predios que son o eran del señor Javier González 

Gómez y oeste 117 metros, linda con arroyo en medio – camino rural a Tubará. A este 

inmueble le corresponde el folio de matrícula inmobiliaria No.040-320627 de la oficina 

de registro de Instrumentos Públicos de Barranquilla y referencia catastral No: 

040002770001000 del Instituto Geográfico Agustín Codazzi seccional Atlántico. Que 

la citada escritura pública de compraventa hasta la fecha de presentación de la tutela 

ha sido imposible registrar, inicialmente por motivos personales y por efecto de ciertos 

y puntuales gravámenes registrales que afectan directamente el certificado de libertad 

y tradición del inmueble adquirido. Que en fecha reciente, canceló los impuestos de 

registro respectivos a favor la Gobernación del Atlántico, con la multa que conllevó el 

lapso de tiempo que corrió entre la fecha de escrituración y la del frustrado registro 

de dicha escritura. Que dicha diligencia de registro de la escritura pública ha sido 

impedida por cuenta de dos ofertas de compra que hay sobre el inmueble en discusión, 

ahora de su propiedad, por parte del Instituto Nacional de Vías – Invias Seccional 

Atlántico en virtud del desarrollo de un proyecto de ampliación de la vía Barranquilla 

– Cartagena, que tomaría parte de su predio y las cuales pudo comprobar al 

expedírsele el certificado de libertad y tradición del folio de matrícula del inmueble en 

el cual se encontraban dichas anotaciones. Que ante la imposibilidad de realizar el 

registro en discusión, presentó derecho de petición a través de apoderado ante la 

accionada en fecha 19 de marzo de los corrientes en el cual se le ponía al tanto de 

ser el legítimo dueño del inmueble en mención y se le solicitó cancelar las dos ofertas 

de compra ya citadas, a fin de proceder al registro de la escritura pública de 

compraventa del mismo bien ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Barranquilla. Que la entidad accionada dio respuesta a dicha solicitud mediante oficio 

de fecha 3 de abril del presente año en el cual le manifestaron que había imposibilidad 

de cancelar las medidas cautelares de oferta temporal sobre el inmueble, hasta tanto 
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no se tramitara la adquisición del mismo, ya fuera a través de proceso de enajenación 

voluntaria o expropiación judicial. Que dicha situación le ha traído graves perjuicios 

familiares y en su hogar, ya que se ha visto afectado en su derecho a la propiedad de 

parte de la accionada, al impedirle el efectivo goce y disfrute de la propiedad que 

adquirió, ya que al encontrarse las dos ofertas de compra realizadas por Invias, no 

puede llevar a cabo el registro efectivo de la escritura pública de compraventa del 

inmueble y por tanto no puede construir su casa y establecer su asiento familiar. Que 

no se opone al desarrollo socio económico de la zona, relacionada con la ampliación 

y construcción de la doble calzada de la vía autopista al mar Cartagena-Barranquilla; 

simplemente solicita que la accionada levante las dos ofertas de compra sobre el bien 

inmueble para proceder a hacer el registro de la escritura pública de compraventa y 

una vez hecho esto; la accionada podría gravar el predio en discusión con las ofertas 

de compra que considere necesarias para la construcción del mencionado proyecto. 

 

1.3. TRÁMITE PROCESAL PREVIO A LA LLEGADA DEL EXPEDIENTE A ÉSTA 
INSTANCIA y LA DECLARATORIA DE NULIDAD POR PARTE DE ÉSTA SALA: 
 
 

La acción de tutela fue admitida en primera instancia por la Juez Quince Laboral del 

Circuito de Barranquilla mediante auto de 12 de mayo de 2.020, en el que también 

requirió a la accionada para que dentro de las 24 horas siguientes a la notificación de 

la providencia, se pronunciara sobre los hechos que motivaron la acción, advirtiéndole 

que, si el informe no era rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrían por 

cierto los hechos de la solicitud de amparo. 

 
 
La Jueza Quince Laboral del Circuito de esta ciudad mediante providencia de 27 de 

mayo de 2020, declaró improcedente la acción de tutela impetrada por el señor Jaime 

Antonio Martínez Villar contra el Instituto Nacional de Vías – Invías Seccional Atlántico.  

 

El Director Territorial Atlántico del Invias manifestó su inconformidad con lo señalado 

por el a quo dentro del fallo de tutela de 27 de mayo de 2020 en el sentido de 

manifestar que “(….) la accionada Instituto Nacional de Vias, hasta la fecha de esta 

providencia no ha dado respuesta al requerimiento del despacho (….)” Si bien es cierto 

el fallo de tutela resultó favorable para la entidad, no deja de preocupar que se halla 

omitido la respuesta del Invias en su calidad de accionada y las pruebas que 

soportaban nuestra defensa. Por lo anterior solicitó corregir esa omisión en el sentido 

de indicar que el Invias dentro de la oportunidad legal dio respuesta a la acción de 

tutela promovida por el señor Jaime Martínez Villar. 
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Inconforme con la anterior decisión, el accionante, impugnó el fallo de tutela el 1 de 

junio de 2.020.  

 

Por medio de providencia de 2 de junio de 2020, al resolver la petición de corrección 

del fallo proferido dentro de la tutela de la referencia solicitada por el representante 

legal del accionado Instituto Nacional de Vías – Invias Seccional Atlántico, se declaró 

la nulidad de la sentencia de tutela de 27 de mayo de 2020, para realizar el nuevo 

estudio de los hechos de la acción, teniéndose en cuenta la contestación de la tutela 

allegada por Invias el 14 de mayo de 2020 y así emitir decisión de fondo con todas 

las consideraciones y pruebas allegadas por las partes. 

 

El 2 de Junio de 2020 la Juez Quince Laboral del Circuito de Barranquilla emite nuevo 

fallo de tutela incluyendo la contestación de Invias, declarando improcedente la acción 

de tutela impetrada a través de apoderado por el señor Jaime Antonio Martínez Villar 

contra el Instituto Nacional de Vías – Invías Seccional Atlántico.  

 

En desacuerdo con la anterior decisión, el accionante impugnó el fallo de tutela del 2 

de junio de 2020 y, mediante auto de 5 de junio de 2020, concedió la impugnación 

del fallo de tutela y ordenó remitir el presente proceso a la Sala Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Barranquilla. 

 
La acción de tutela fue repartida a ésta Sala, la cual por medio de auto calendado 16 

de junio de 2020, declaró la nulidad de todo lo actuado en la acción de tutela a partir 

del auto de fecha 12 de mayo de 2.020, inclusive y en consecuencia, remitió el proceso 

al Juzgado Quince Laboral del Circuito de esta ciudad,  para que adoptara las medidas 

pertinentes y procediera a integrar en debida forma el contradictorio dentro de la 

presente acción,  toda vez que no se vinculó a la señora María Agripina Mesina de 

Cáceres, quien tiene interés legítimo para intervenir en este trámite. 

  

 
1.4. TRÁMITE PROCESAL POSTERIOR A LA DECLARATORIA DE NULIDAD 
POR PARTE DE ÉSTA SALA: 
 
En auto de 18 de junio de 2.020, la Jueza Quince Laboral del Circuito de Barranquilla 

teniendo en cuenta lo ordenado por esta Sala, procedió a integrar el contradictorio 

con la señora María Agripina Mesino de Cáceres al admitir la acción de tutela e 

imprimirle su trámite, ordenando la notificación a las partes. Requirió a las partes para 

que en el término perentorio de veinticuatro (24) horas contadas a partir del recibo 

de la comunicación pertinente, suministraran al Despacho los datos de contacto de la 

señora María Agripina Mesino de Cáceres para surtir en debida forma la notificación 
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de su integración al contradictorio a la acción de tutela, para lo cual debían aportar 

correo electrónico y número telefónico, este último de ser posible. 

 
El accionado Instituto Nacional de Vías- Invias a través de su Director Territorial 

Atlántico Dr. Miguel Antonio García Sierra, dio contestación a la acción de tutela, 

indicando que el Instituto Nacional de Vías- Invias en cumplimiento de sus objetivos 

institucionales suscribió el Contrato de Obra No.1674 de 2015, cuyo objeto es 

«mejoramiento, gestión predial, social y ambiental mediante la construcción de la 

segunda calzada de la carretera Cartagena- Barranquilla en los departamentos de 

Bolívar y Atlántico para el programa “vías para la equidad”», que el contrato en 

mención requiere de la adquisición de un área de terreno de 3.151,17 m2, que hace 

parte de un predio de mayor extensión denominado “Lote de Terreno”, identificado 

en el Geoportal del IGAC como “C1 33-800”, ubicado en la vereda Tubará, del 

municipio de Tubará Departamento del Atlántico, localizado entre las abscisas inicial 

Km 79+297,87 D y final Km 79+450,63 D, identificado con matrícula inmobiliaria 040-

320627 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Barranquilla (Atlántico) 

y la cédula catastral 040002770001000, en virtud de lo anterior y en aras de iniciar 

con el proceso de adquisición predial el Invias, expidió Oferta formal de Compra SMA 

36657 de fecha 24 de Agosto de 2018 dirigida a la señora María Agripina Mesino de 

Cáceres, quien ostenta la calidad de titular del derecho real de dominio, la cual fue 

notificada en los términos establecidos en el Art. 69 de la Ley 1437 de 2011 y fue 

inscrita por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Barranquilla en la 

anotación No. 006 del folio de matrícula inmobiliaria No. 040-320627.  Que se hizo 

necesario realizar un alcance a la Oferta Formal de Compra antes mencionada, 

contenida en la SMA 10147 de fecha 11 de Marzo de 2019, por error en la digitación 

del área requerida, sin generar otro tipo de modificación a la oferta, por lo que 

procedió a notificar a la titular registrado en el folio de matrícula, y se inscribió tal acto 

en la anotación No.007 del folio identificado con No.040-320627 de la ORIP 

Barranquilla, a fin de corresponder con el principio de publicidad que le asiste al acto 

administrativo, vencido el plazo de negociación directa sin que se lograra un acuerdo 

de enajenación voluntaria, el Invias, emitió la respectiva Resolución de expropiación 

No.000377 de 12 de febrero de 2020, mediante la cual procedió a «Ordenar por 

motivos de utilidad pública e interés social, el inicio del trámite para la expropiación 

judicial, de una zona de terreno requerida para el desarrollo del proyecto 

«mejoramiento, gestión predial, social y ambiental mediante la construcción de la 

segunda calzada de la carretera Cartagena- Barranquilla en los departamentos de 

Bolívar y Atlántico para el programa “vías para la equidad”», la cual fue notificada en 

los términos establecidos legalmente el pasado 16 de marzo de 2020. Considera que 

no existe vulneración de derecho fundamental alguno, teniendo en cuenta que Mario 
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Alberto Huertas Cotes, en calidad de contratista para la ejecución de la obra y la 

adquisición predial de las áreas requeridas por el proyecto, no ha vulnerado sus 

derechos constitucionales correspondientes a la propiedad y demás derechos conexos 

como son trabajo, al mínimo vital y a la propia vida, expuesto por parte del apoderado 

del accionante, toda vez que las actuaciones desarrolladas dentro del proceso de 

adquisición predial del predio identificado con folio de matrícula inmobiliaria No.040-

320627 de la Oficina de Instrumentos Públicos de Barranquillas se realizó de 

conformidad a lo expuesto en el Art. 25 de la Ley 1682 de 2013, modificado por el 

Art. 10 de Ley 1882 de 2018. Menciona que el señor Jaime Antonio Martínez Villar, a 

la fecha no figura en el folio de matrícula inmobiliaria No. 040-320627 de la ORIP 

Barranquilla como propietario del inmueble, por lo que por disposición legal, todos los 

insumos realizados por la entidad adquirente y en defecto cualquier acto 

administrativo, está dirigido a la persona que se encuentra registrado como tal en el 

correspondiente folio de matrícula, por ello es evidente que el proceso de adquisición 

predial de la franja de terreno requerida para el proyecto de la Segunda Calzada 

Cartagena –Barranquilla del predio objeto de esta Litis se realizó bajo los parámetros 

legales vigentes sin que se vulnere derecho fundamental alguno. Que el pasado 19 de 

marzo de 2020, el Dr. Aquiles Ernesto del Gallego Molina en calidad de apoderado del 

señor Jaime Antonio Martínez Villar, solicito a la entidad, a través de derecho de 

petición identificado con consecutivo interno 14739, la cancelación de la oferta formal 

de compra inscrita en el folio de matrícula No. 040-320627 correspondiente a los actos 

administrativos SMA 36657 de fecha 24 de agosto de 2018 y SMA 10147 de fecha 11 

de marzo de 2019, en virtud de lo anterior y atendiendo a los términos establecidos 

en el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo procedió a emitir respuesta de 

fondo el día 3 de abril de 2020 mediante oficio; que si bien es cierto aporta con la 

petición objeto de la presente respuesta copia de una Escritura Pública, en donde se 

“evidencia” un contrato de compraventa respecto del predio en cuestión, no es menos 

cierto que dicha escritura no ha sido oponible a terceros y que en virtud de ello, y de 

la normatividad legal, el Invias ha actuado en derecho, ante quien en la actualidad 

figura como titular del derecho real en el correspondiente folio. 

 

Frente a los argumentos esgrimidos por el accionante, aclara que el desarrollo de la 

adquisición predial se realizó en virtud de un proyecto de utilidad pública que 

beneficiará a la comunidad, conforme a la normatividad vigente, toda vez que quien 

figura como titular inscrita en el folio de matrícula inmobiliaria No 040-320627 de la 

Oficina de Instrumentos Públicos de Barranquilla es la Señora María Agripina Mesino 

de Cáceres razón por la cual dio inicio a todas actividades tenientes adquirir la franja 

de terreno requerida por el proyecto Segunda Calzada Cartagena –Barranquilla sea 
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mediante el proceso de enajenación voluntaria y/o expropiación según los términos 

de que trata el Capítulo III de la Ley 9a. de 1989, Capítulo VII de la Ley 388 de 1997 

y su Decreto Reglamentario 1420 de julio 24 de 1998 y Ley 1742 del 26 de diciembre 

de 2014; y en caso de no llegar a un acuerdo de enajenación voluntaria, es obligación 

legal del Instituto dar inicio al procedimiento de expropiación por vía judicial o 

administrativa de conformidad con el artículo 58 de la Constitución Política de 

Colombia, el artículo 61 inciso 4 y el  Artículo 62 Ley 388 de 1997, Ley 1682 de 2013, 

Ley 1742 de 2014, Ley 1882 de 2018  y demás normas que sean concordantes y 

aplicables al caso. Concluye que frente a los hechos relatados por la parte accionante, 

es claro que a pesar de que exista la Escritura Pública de venta del predio identificado 

con folio de matrícula inmobiliaria No 040-320627 no se configura la trasferencia de 

dominio, por ello la entidad no formulo el acto administrativo correspondiente a la 

oferta formal de compra al señor Jaime Antonio Martínez Villar toda vez que a la fecha 

no se encuentra en el tracto sucesivo de la tradición del bien inmueble objeto de esta 

Litis, razón por la cual es evidente que el Instituto Nacional de Vías- Invias a través 

de su contratista no ha generado vulneración a los derechos constitucionales 

establecidos. Manifesta que el accionante cuenta con todas las garantías para hacerse 

parte del proceso de expropiación que se adelanta.      

 

Así mismo mediante correo electrónico del 24 de junio3, la accionada Invias puso en 

conocimiento del Juzgado Quince Laboral del Circuito que la vinculada señora María 

Agripina Mesino de Cáceres había fallecido, aportando copia autenticada ante la 

Notaria Quinta del Círculo de Barranquilla del registro civil de defunción N°086339594,  

en el que se registra que la señora Mesino de Cáceres falleció el 28 de agosto de 2014. 

 

Por auto de 25 de Junio de 2020, el Juzgado Quince Laboral del Circuito de 

Barranquilla, procedió a vincular a los herederos determinados e indeterminados de la 

señora María Agripina Mesino de Cáceres en calidad de propietaria del bien inmueble 

identificado con matrícula inmobiliaria N° 040-320627 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Barranquilla,  dándoles traslado de la acción de tutela a fin 

de que bajo la gravedad del juramento y en el término perentorio e improrrogable de 

veinticuatro (24) horas, contadas a partir del recibo de la comunicación pertinente, 

presentaran informe por escrito, de todo lo que ha bien tenga con relación a cada uno 

de los hechos y pretensiones plasmadas en la petición de tutela. Ordenó emplazar a 

los Herederos determinados e indeterminados de la finada, haciéndoles las 

prevenciones de rigor, conforme al artículo 108 del CGP. 

 
3 Ver fl 276-277 del Expediente digital. 
4 Ver fl. 278 del Expediente digital. 
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Los vinculados fueron notificadas de la presente acción, sin que emitieran 

pronunciamiento alguno. 

 

 
1.5. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

 
La Jueza Quince Laboral del Circuito de esta ciudad a través de providencia calendada 

6 de Julio de 2.020, declaró improcedente la acción de tutela impetrada a través de 

apoderado por el señor Jaime Antonio Martínez Villar, contra el Instituto Nacional de 

Vías – Invías Seccional Atlántico. 

 

Fundamentó su decisión en que si bien el actor manifiesta que tuvo imposibilidad en 

su momento de hacer el registro de la compraventa del bien inmueble, no prueba de 

manera fehaciente que en la actualidad después de 7 años de haber ejecutado el 

contrato de compraventa del bien, se encuentre ante la causación de un perjuicio 

irremediable que deba ser atendido vía constitucional, por lo que, no procede el 

principio de inmediatez de la presente acción. Que establecidas las pretensiones del 

actor y que no se encuentra legitimado en la causa para instaurar esta tutela en contra 

de Invias, primero por no ser él el propietario del bien inmueble en discusión y 

segundo por no ser la accionada la llamada a responder por dicho derecho de 

propiedad. De otro lado, considera que en aras de dirimir esta controversia, el 

accionante tiene las vías ordinarias ante la jurisdicción civil para hacer valer su derecho 

a la propiedad sobre el bien que adquirió por compraventa pero que no registró, 

debiéndose llevar dicho proceso en contra de la señora Mesino de Cáceres y todos 

aquellos herederos y/o poseedores de dicho inmueble, ya que vía tutela no quedó 

probada la causación de un perjuicio irremediable que requiriera protección 

constitucional, todo esto en virtud del respeto por el principio de autonomía e 

independencia judicial, puesto que, la Justicia Ordinaria sigue siendo el escenario 

natural para resolver las controversias judiciales de acuerdo a la competencia de cada 

jurisdicción y el Juez Constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no 

tengan clara relevancia constitucional, so pena de inmiscuirse en asuntos que 

claramente no le corresponden resolver. Además considera que el actor cuenta con 

todas las garantías para hacerse parte del proceso de expropiación que se adelanta 

sobre el inmueble en cuestión y hacer valer sus derechos sobre este, que como 

comprador adquirió cuando celebró el contrato de compraventa con la señora Mesino 

de Cáceres. Concluye que la acción no cumple con los requisitos de procedibilidad 

para poder entrar a estudiarla de fondo, siendo lo procedente declarar su 

improcedencia. 
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El accionante presentó a través de correo electrónico recibido el 7 de julio de 2020, 

solicitud de nulidad del fallo de tutela de julio 6 de 2.020. Por auto de 14 de Julio de 

2020, la Jueza Quince Laboral del Circuito rechazó la solicitud de nulidad procesal 

presentada por el apoderado del accionante del fallo proferido dentro de la tutela 

de la referencia. 

 

1.6. IMPUGNACIÓN: 

 

Inconforme con la decisión, la parte accionante por medio de memorial recibido 

por correo electrónico impugnó el fallo de tutela, alegando que el despacho no 

hizo un verdadero análisis jurídicos de los hechos y pretensiones de la acción 

deprecada, desconociendo el verdadero alcance y valor probatorio de la escritura 

pública de compraventa No.41 del 10 de enero del año 2.013, otorgada en la 

Notaria Primera del Círculo de Barranquilla, siendo esté el documento idóneo y 

establecido por la ley para la transferencia de propiedad, por lo que el accionante 

no pretende reclamar a Invias ni a la señora María Agripina Mesino de Cáceres el 

derecho de propiedad que ya adquirió conforme a las formalidades y el lleno de 

los requisitos establecidos en leyes vigentes.   

 

Que se probó que el accionante Jaime Martínez Villar es el único y legítimo 

propietario del bien inmueble descrito, el cual adquirió por compra efectuada a 

María Agripina Mesino de Cáceres, como consta en la escritura pública No.41 del 

10 de enero del año 2.013, otorgada en la Notaria Primera del Círculo de 

Barranquilla, aun sin registrar ante la oficina de registro de Instrumentos públicos 

de Barranquilla, la que lo legitima en la causa por activa. Que la propiedad del 

predio del accionante no está en discusión con la señora Maria Agripina Mesino de 

Cáceres, ni está en discusión con sus herederos, ni contra terceras personas o 

poseedores, ni en contra de la Entidad accionada, razón por la cual no puede 

acceder a la justicia ordinaria en lo civil a reclamar un derecho que ya tiene 

adquirido a través de la figura de la compraventa y con las ritualidades de ley, 

contrario a lo manifestado por el despacho. Considera que deja en claro y por 

sentado que, no se opone al desarrollo socio - económico de la zona, relacionada 

con la ampliación y construcción de la doble calzada de la vía autopista al mar 

Cartagena – Barranquilla. Que es inminente el grave perjuicio que la entidad 

accionada causa al accionante al no levantar o suspender las dos ofertas de 

compra registradas en el folio de matrícula inmobiliaria del predio de su propiedad, 
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que vulnera su derecho a la propiedad, impidiendo el efectivo goce y disfrute de 

otros derechos, como la vivienda digna, el trabajo, el mínimo vital y la propia vida 

entre otros demás derechos conexos.  La entidad accionada está legitimada en la 

causa por pasiva y no la señora María Agripina Mesino de Cáceres, ya que la acción 

va dirigida es contra la entidad accionada, quien de manera deliberada, 

intransigente y sin fundamento legal, obstruye y vulnera el derecho de propiedad 

del accionado, al no cancelar o suspender las dos ofertas de compra registradas 

en el folio de matrícula inmobiliaria del predio de propiedad del accionante. En lo 

referente al principio de inmediatez, este si procede debido a que el accionante no 

tenía conocimiento de la existencia de las dos ofertas de compra registradas en el 

folio de matrícula inmobiliaria del predio de su propiedad, y que solo cuando quiso 

registrar su escritura fue informado en la oficina de registro de instrumentos 

públicos de Barranquilla, de las dos ofertas de compra que tienen al bien inmueble 

de su propiedad por fuera del comercio.  Sin embargo, ninguno de los argumentos 

señalados en la solicitud de tutela mereció la atención del señor Juez, con grave 

detrimento para el accionante a quien la entidad accionada le vulnera 

fundamentalmente el derecho a la propiedad y demás derechos conexos, como la 

vivienda digna, el trabajo, el mínimo vital y la propia vida entre otros. 

 

Mediante auto de 16 de julio de 2.020, le concedió la impugnación del fallo de 

tutela interpuesta, ordenando remitir el presente proceso a la Sala Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla. 

 

1.6. TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA: 

 
 
La acción de tutela fue repartida y asignada a esta Sala5, la que mediante auto de 

17 de julio de 2020, admitió la impugnación y dispuso notificar a las partes. 

 
 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1 COMPETENCIA. 

 

De conformidad con lo dispuesto en el art. 37 del Decreto 2591 de 1.991, el Decreto 

1382 de 2000, y el Decreto 1983 del 30 de noviembre de 2.0176, esta Sala es 

 
5 Expediente enviado por la secretaria de la Sala Laboral al correo institucional el 17 de julio de 2020. 
6 “Por medio del cual se modificó el Decreto 1069 de 2.015, que a su vez compiló el Decreto 1382 de 

2.000.” 
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competente a prevención de conocer y decidir respecto del derecho invocado, por 

cuanto los hechos que motivan la acción tienen ocurrencia dentro del ámbito donde 

esta Corporación ejerce su jurisdicción y es un fallo de primera instancia de una tutela 

cuyo conocimiento está asignado a los Jueces del Circuito. 

 

2.2. LA TUTELA. 

 

La Constitución Política en su artículo 86 establece que la acción de tutela es un 

mecanismo de protección de los derechos constitucionales fundamentales, que tiene 

la característica de ser subsidiario y residual, o sea, que solo procederá cuando el 

afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, el cual debe estar 

debidamente acreditado en el proceso. 

 
 

Para que un derecho sea tutelado debe tener el rango de constitucional y gozar de la 

calidad de ser fundamental. Por derecho fundamental debe entenderse aquel que es 

inherente a la naturaleza y dignidad humana. 

 

2.3  El derecho de propiedad de bienes inmuebles: 

 
 

La Corte Constitucional en sentencia SU-4547 de 25 de agosto de 2016., indicó:  

 
“Como ha quedado expuesto, para que el derecho de dominio ingrese al patrimonio de una 

persona, se requiere del título y el modo. Además, en materia de inmuebles se requiere que el 

título traslaticio de dominio sea solemne8, esto es, debe otorgarse escritura pública como 

requisito ad substanciam actus. En este sentido el artículo 1760 del Código Civil consagra: 

 

“La falta de instrumento público no puede suplirse por otra prueba en los actos y 

contratos en que la ley requiere esa solemnidad; y se mirarán como no ejecutados o 

celebrados aún cuando en ellos se prometa reducirlos a instrumento público, dentro 

de cierto plazo, bajo una cláusula penal; esta cláusula no tendrá efecto alguno. 

 

Fuera de los casos indicados en este artículo, el instrumento defectuoso por 

incompetencia del funcionario o por otra falta en la forma, valdrá como instrumento 

privado si estuviere firmado por las partes” (lo énfasis agregado) 

 

Ahora, si el título es la compraventa, el artículo 1857 del Código Civil, establece: 

 

“La venta se reputa perfecta desde que las partes han convenido en la cosa y en el 

precio, salvo las excepciones siguientes: 

 

 
7 M.P. Dra. Gloria Stella Ortiz Delgado 
8 El artículo 1500 del Código Civil establece: “El contrato es real cuando, para que sea perfecto, es 

necesaria la tradición de la cosa a que se refiere; es solemne cuando está sujeto a la observancia de 

ciertas formalidades especiales, de manera que sin ellas no produce ningún efecto civil; y es consensual 

cuando se perfecciona por el solo consentimiento.” 
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La venta de los bienes raíces y servidumbres y la de una sucesión hereditaria, no se 

reputan perfectas ante la ley, mientras no se ha otorgado escritura pública. 

 

Los frutos y flores pendientes, los árboles cuya madera se vende, los materiales de un 

edificio que va a derribarse, los materiales que naturalmente adhieren al suelo, como 

piedras y sustancias minerales de toda clase, no están sujetos a esta excepción.” 

 

En conclusión, el título de dominio que contiene un contrato de compraventa de inmueble es 

solemne, cuando se encuentra sometido a ciertas formalidades especiales que le permiten 

desplegar todos sus efectos civiles, que para el caso de bienes reales, implica su otorgamiento 

a través de escritura pública.  

 

1. A su turno, la tradición como modo derivado y adquisitivo de la propiedad de bienes 

inmuebles, está sometida al correspondiente registro de instrumentos públicos. De esta suerte, 

una vez otorgada la escritura pública que contiene el título, la tradición se realiza mediante 

su inscripción en la oficina de registro de instrumentos públicos del lugar en el que se 

encuentre ubicado el inmueble9. En efecto, el artículo 756 del Código Civil dispone que: 

 

Conforme a lo anterior, el artículo 756 del Código Civil consagra: 

 

“Se efectuará la tradición del dominio de los bienes raíces por la inscripción del título 

en la oficina de registro de instrumentos públicos.”(Lo énfasis agregado) 

 

En este mismo sentido, el artículo 4º de la Ley 1579 de 2012, establece los actos jurídicos que 

deben registrarse: 

 

“Están sujetos a registro: 

 

a) Todo acto, contrato, decisión contenido en escritura pública, providencia judicial, 

administrativa o arbitral que implique constitución, declaración, aclaración, 

adjudicación, modificación, limitación, gravamen, medida cautelar, traslación o 

extinción del dominio u otro derecho real principal o accesorio sobre bienes inmuebles; 

 

b) Las escrituras públicas, providencias judiciales, arbitrales o administrativas que 

dispongan la cancelación de las anteriores inscripciones y la caducidad administrativa 

en los casos de ley; 

 

c) Los testamentos abiertos y cerrados, así como su revocatoria o reforma de 

conformidad con la ley. 

 

PARÁGRAFO 1o. Las actas de conciliación en las que se acuerde enajenar, limitar, 

gravar o desafectar derechos reales sobre inmuebles se cumplirá y perfeccionará por 

escritura pública debidamente registrada conforme a la solemnidad consagrada en el 

Código Civil Escritura Pública que será suscrita por el Conciliador y las partes 

conciliadoras y en la que se protocolizará la respectiva acta y los comprobantes fiscales 

para efecto del cobro de los derechos notariales y registrales.” 

 

Para la Corte Suprema de Justicia “no es necesaria la entrega material del inmueble vendido 

para que se transfiera el dominio al comprador; basta el registro del título en la respectiva 

oficina.”10. A esa conclusión llega por lo siguiente: 

 

“(…) la tradición no se efectúa con la simple entrega material, sino que, por expreso 

mandato del artículo 756 del Código Civil, ella tiene lugar mediante la inscripción del 

título en la respectiva oficina de Registro de Instrumentos Públicos, norma que guarda 

armonía con lo dispuesto por el artículo 749 del mismo Código, que preceptúa que 

cuando la ley exige solemnidades especiales para la enajenación no se transfiere el 

dominio sin la observancia de ellas. Esto significa, entonces, que la obligación de dar 

 
9 Ternera Barrios. Op. Cit. Pág. 400. 
10 Corte Suprema de Justicia. GJ. XLIX. Pág. 55. Citada en Ternera Barrios. Op. Cit. Pág. 400. 
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que el vendedor contrae para con el comprador respecto de un bien raíz, cumple por 

aquel cuando la escritura pública contentiva del contrato de compraventa se inscribe 

efectivamente en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente a la 

ubicación del inmueble, sin perjuicio de su entrega.”11 

 

En resumen, la tradición de derecho de dominio de bienes inmuebles no se efectúa con la 

entrega material del bien, sino que se verifica una vez se realiza la inscripción del título en la 

oficina de registro de instrumentos públicos, momento en el que se consolida el bien en el 

patrimonio del comprador y desaparece del patrimonio del vendedor, aunque conserve 

materialmente inmueble.  

 

2. En conclusión, el derecho de propiedad de bienes inmuebles requiere del título y el modo, 

pero estos a su vez están sometidos a formalidades, puesto que el titulo requiere escritura 

pública como una solenidad ab substanciam actus, mientras que el modo, requiere que la 

tradición sea inscrita en la oficina de registro de instrumentos públicos. Debido a la 

importancia de la función registral en materia de propiedad de bienes inmuebles para resolver 

el presente asunto, procede la Corte a presentar sus principales características. 

 
 
2.4 Procedencia de la acción de tutela cuando existen otros medios de 
defensa judicial: 
 
En sentencia T-032 de 12 de febrero de 2018 M.P. Dr. José Fernando Reyes Cuartas, 

dejó plasmado de la siguiente manera:  

 

La acción de tutela, como un mecanismo jurisdiccional que tiende por la 
protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales de los 
individuos, se caracteriza por ostentar un carácter residual o subsidiario y, por 
tanto, excepcional; esto es, parte del supuesto de que en un Estado Social de 
Derecho como el que nos rige, existen procedimientos ordinarios para asegurar 
la protección de estos intereses de naturaleza fundamental. Bajo ese 
entendido, se destaca que el carácter residual de este mecanismo obedece a la 
necesidad de preservar el reparto de competencias establecido por la 
Constitución y la Ley a las diferentes autoridades el cual encuentra fundamento 
en los principios de autonomía e independencia judicial. 
  
Por lo anterior, y en consecuencia del carácter subsidiario de la acción de tutela, 
resulta necesario concluir que, por regla general, esta solo procede cuando el 
individuo que la invoca no cuenta con otro medio de defensa a través del cual 
pueda obtener la protección requerida. 
  
Ahora bien, la jurisprudencia constitucional ha establecido algunos eventos en 
los cuales la acción de tutela resulta procedente aun cuando exista otra vía, 
estos son, a saber: 
  

“(i) Los medios ordinarios de defensa judicial no son suficientemente idóneos y eficaces 
para proteger los derechos presuntamente conculcados;// (ii) Aún (sic) cuando tales 
medios de defensa judicial sean idóneos, de no concederse la tutela como mecanismo 
transitorio de protección, se producirá un perjuicio irremediable a los derechos 
fundamentales;// (iii) El accionante es un sujeto de especial protección constitucional 
(personas de la tercera edad, personas discapacitadas, mujeres cabeza de familia, 
población desplazada, niños y niñas etc.) y, por tanto su  situación requiere de 
particular consideración por parte del juez de tutela”[17]. 

 

 
11 Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 29 de septiembre de 1998. Rad. 5169-98 M.P. Predro Lafont 

Pianetta. Citado en Tenera Barrios Op. Cit. Pág. 401. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-309-18.htm#_ftn17
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2.5 Sobre los presupuestos generales: subsidiariedad. 
 
 
En sentencia T-359 de 8 de Agosto de 201912 M.P. Dr. Antonio José Lizarazo 

Ocampo, dejó plasmado lo siguiente:  

 

Subsidiariedad  

  

Según lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política y los artículos 5º, 6º 

y 8º del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un mecanismo de defensa judicial, 

subsidiario y sumario, al que puede acudir cualquier persona cuando sus derechos 

fundamentales resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión en que 

incurra cualquier autoridad pública o un particular, esto último, en los casos 

específicamente previstos por el Legislador.  

 

En razón del carácter subsidiario de la tutela, esta procede en dos situaciones: (i) 

cuando en el ordenamiento jurídico no existan otros mecanismos de defensa judicial, 

idóneos y eficaces, para la protección de los derechos fundamentales presuntamente 

vulnerados o amenazados; y (ii) cuando, a pesar de su existencia, el accionante se 

encuentra expuesto a la consumación de un perjuicio irremediable, evento en el cual, 

en principio, el amparo sería de carácter transitorio. 

 

En contraste, la tutela es improcedente cuando existen otros medios de defensa 

judicial, idóneos y eficaces, y no exista la posibilidad de consumación de un perjuicio 

irremediable13. Lo anterior, entendiendo que el mecanismo judicial resulta idóneo 

cuando (i) se encuentre regulado para resolver la controversia judicial y (ii) permita 

la protección de las garantías superiores14. La eficacia se relaciona con la 

oportunidad de esta protección15. 
 

 

2.6. El Caso Concreto. 

 

En el caso que ahora ocupa la atención de la Sala, la pretensión del accionante al 

instaurar la acción de tutela, no es otra que obtener mediante este mecanismo 

excepcional, que se ordene a la entidad accionada Instituto Nacional de Vías – Invias 

Seccional Atlántico, a retirar las dos ofertas de compra que realizó sobre el bien 

inmueble con folio de matrícula inmobiliaria N° 040-320627 de la Oficina de Registro 

de Instrumentos Públicos de Barranquilla,  a fin de proceder al registro de la Escritura 

Pública N° 041 de 10 de enero de 2013 con la cual se hizo la compraventa del mismo. 

 

Considera el impugnante que la presente acción constitucional si es procedente y 

cumple con los requisitos de inmediatez y subsidiariedad. 

 
12  
13 Sentencia T-308 de 2016. 
14 Sentencia T-211 de 2009. Cita en T-113 de 2013 
15 Sentencia T-591 de 2017.  



Tribunal Superior del Distrito Judicial de B/quilla – Sala T Laboral. Tutela 2ª Inst. Rad. No.015-2020-
00081-02/(000)/ CMFDM. 

15 

 

 

Sea lo primero indicar, que la presente acción de tutela no resulta procedente en 

la situación descrita, toda vez que no logró satisfacer el presupuesto general de 

subsidiariedad, como en efecto lo concluyó el Juez de primer grado. Pues nótese 

que en el caso bajo estudio, no se cumple con el requisito de subsidiariedad, 

teniendo en cuenta que (i) Existe otro mecanismo de defensa judicial idóneo 

y efectivo. La pretensión de la parte accionante tiene como objeto retirar ofertas 

de compra que realizó el Invias sobre el bien inmueble con folio de matrícula 

inmobiliaria N° 040-320627 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Barranquilla,  para así proceder a registrar la Escritura Pública N°.041 de 10 de 

enero de 2013 con la cual efectuó la compra del bien, siendo que la jurisdicción 

ordinaria civil es la competente para conocer de todas aquellas “controversias 

referentes a la titularidad del derecho de propiedad o tradición del dominio”. El accionante 

cuenta con los mecanismos de defensa judicial ante la jurisdicción civil, los cuales 

son idóneos y eficaces, en la medida en que se encuentran regulados para resolver 

precisamente este tipo de controversias judiciales mediante tramites irradiados por 

el principio de oralidad que los hace más expeditos y, por su naturaleza, permiten 

una respuesta oportuna de la administración de justicia. 

 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta los presupuestos y criterios jurisprudenciales 

referentes a la procedencia de la acción de tutela cuando existen otros medios de 

defensa judicial, estos no se acreditan ya que no se observa que el accionante sea 

un sujeto de especial protección constitucional o se encuentre en condición de 

vulnerabilidad; tampoco el actor presentó probanza alguna tendiente a demostrar 

la afectación de su mínimo vital o el de su núcleo familiar que a su vez conlleve a 

comprobar la ocurrencia del perjuicio irremediable a causa al no registro de la 

escritura pública N° 041 de 10 de enero de 2013, pues la informalidad que 

caracteriza a la acción de tutela no exonera al accionante de su deber de probar16. 

 

 

Por ende, tampoco es dable conceder en este caso la tutela como mecanismo 

transitorio, dado que en el informativo no se encuentra plenamente probada la 

presencia del perjuicio irremediable, y no hay certeza razonable de su ocurrencia 

ni se vislumbra la consumación de un daño jurídico irreparable respecto a la 

 
16 Sentencia SU-995 de 1999, T-1088 de 2000. 
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entidad que se demanda por vía de tutela, más aún cuando la entidad ha resuelto 

de fondo las peticiones que ha presentado, como el mismo actor lo indica en el 

hecho 9° de la acción de tutela y como se puede observar del oficio SMA 13631 

del 3 de abril de 202017 emitido por el Instituto Nacional de Vías, el cual fue 

aportado por el actor.  

 

Si el accionante considera y cuenta con los medios probatorios para hacer valer su 

derecho a la propiedad sobre el bien que adquirió por compraventa que 

extemporáneamente ahora pretende registrar, tiene la oportunidad de acudir a la 

jurisdicción ordinaria civil, constituyéndose en la vía judicial prevista para obtener 

lo pretendido ahora en esta acción de tutela. 

 

Así mismo debe resaltar la Sala que el incumplimiento del requisito de 

subsidiariedad resultaría suficiente para declarar la improcedencia de la acción de 

tutela, toda vez que al no ser este el mecanismo de defensa judicial viable, resulta 

intrascendente verificar si el accionante acudió a este oportunamente.  

 

Con base en lo anterior, se impone confirmar la sentencia impugnada. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Uno de Decisión Laboral del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Barranquilla, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Uno de Decisión Laboral del H. Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Barranquilla, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo impugnado. 

 
 
SEGUNDO: Remítase en la oportunidad legal el expediente a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 
 

 
17 Ver fl. 29 a 31 
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TERCERO: Notifíquese a los interesados esta decisión, por el medio más expedito 

con que cuente el Tribunal en la forma indicada en el Decreto 2591 de 1991. 

 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
No siendo otro el objeto de esta diligencia se termina firmando en constancia quienes 

intervinieron. 

 
 
 
 
 
 

CLAUDIA MARÍA FANDIÑO DE MUÑIZ 
Magistrada Ponente 

T-08-001-31-05- -015-2020-00081-02 

 
 
 
 
 

CARMEN CECILIA CORTES SÁNCHEZ  
Magistrada 

 
 
 
 
 
 

JESÚS RAFAEL BALAGUERA TORNÉ 
Magistrado 

-con ausencia Justificada - 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BARANQUILLA 

SALA UNO DE DECISIÓN LABORAL 

SALA DE DECISION DE TUTELA 

 

REF: ACCIÓN DE TUTELA (SEGUNDA INSTANCIA). 

ACCIONANTE: JAIME ANTONIO MARTÍNEZ VILLAR. 

ACCIONADO: INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS SECCIONAL 

ATLÁNTICO.  

RADICACIÓN: 08-001-31-05-015-2020-00081-02(000). 

 

MAGISTRADA PONENTE: CLAUDIA MARIA FANDIÑO DE MUÑIZ. 

 

Barranquilla, dieciocho (18) de agosto de dos mil veinte (2020). 

 
 
Regístrese el presente proyecto y póngase a circular entre los Magistrados integrantes 

de la Sala. 

 
 
CUMPLASE 

 

 

CLAUDIA MARIA FANDIÑO DE MUÑIZ 
Magistrada Ponente 
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Señor 

JUEZ QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO  

DE BARRANQUILLA 

E.  S.  D. 

 

Radicación   : 2020 – 00019 - 00 

Referencia   : Proceso de Expropiación 

Demandante   : Instituto Nacional de Vías – Invías - 

Demandados   : Herederos indeterminados de Maria Agripina Mesino de Cáceres y Otros  

Actuación    : Incidente de Nulidad    

 

AQUILES ERNESTO DEL GALLEGO MOLINA, mayor de edad y vecino de la ciudad de 

Barranquilla (Atl.), identificado con cédula de ciudadanía número 3.729.332 expedida 

en Juan de Acosta (Atl.), abogado en ejercicio con tarjeta profesional Número 59.261 del 

Consejo Superior de la Judicatura, obrando en el presente proceso en mi condición de  

apoderado judicial del señor don JAIME ANTONIO MARTINEZ VILLAR, mayor de edad y 

vecino de la ciudad de Barranquilla (Atl.), de nacionalidad venezolana e identificado con 

Pasaporte Número D-0156567, por medio del presente escrito, procedo en los términos 

de Ley a presentar ante su Despacho INCIDENTE DE NULIDAD dentro del presente 

PROCESO DE EXPROPIACION con radicado 2020 – 00019 – 00. 

 

La presente solicitud, la fundamento en las siguientes consideraciones: 

 

I. CONSIDERACIONES DE HECHO.-  

PRIMERO: Tal y como consta en la Escritura Pública de Compraventa Número Cuarenta 

y Uno (41) de fecha diez (10) de enero del año 2.013, corrida en la Notaria Primera del  
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Círculo de Barranquilla, mi Mandante el señor MARTINEZ VILLAR conforme a las 

formalidades y el lleno de las leyes vigentes; adquirió por compra efectuada a la señora 

MARIA AGRIPINA MESINO DE CACERES el derecho de propiedad y dominio sobre el 

siguiente bien inmueble que a continuación se describe:   

“Un predio ubicado en el Municipio de Tubará - Atlántico, con 

una extensión superficiaria de 9.300 metros cuadrados,  con 

las siguientes medidas y linderos así:  NORTE:  157 metros 

linda con autopista al mar Cartagena – Barranquilla, SUR: 

108.43 metros  en línea quebrada con predios que son o 

fueron de JAVIER GONZALEZ GOMEZ; ESTE:  27 metros y linda 

con predios que son o fueron de JAVIER GONZALEZ GOMEZ y 

OESTE:  117 metros linda con arroyo en medio - camino rural 

a Tubará. A este inmueble le corresponde el folio de matrícula 

inmobiliaria No: 040-320627 de la oficina de registro de 

Instrumentos Públicos de Barranquilla y referencia catastral 

No: 040002770001000 del Instituto Geográfico Agustín 

Codazzi seccional Atlántico.” 

SEGUNDO: Por razones solo atribuibles a varios eventos adversos ocurridos en la Vida 

de mi prohijado, éste no pudo registrar ante la OFICINA DE REGISTRO DE 

INSTRUMENTOS PUBLICOS DE BARRANQUILLA la comentada ESCRITURA PUBLICA que 

se singulariza en el hecho anterior. No obstante lo anterior, a comienzos del presente 

año intentó realizarlo y tuvo conocimiento que el INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – Invías 

-, había inscrito gravámenes de “OFERTA DE COMPRA” que de manera obvia impedían 

su intención de registrar la escritura en comento. 

 

TERCERO: El INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – Invías – ha tenido previo conocimiento de 

los derechos que le atribuyen al señor MARTINEZ VILLAR, la Escritura de Compraventa  
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Número Cuarenta y Uno (41) de fecha diez (10) de enero del año 2.013, corrida en la 

Notaria Primera del Círculo de Barranquilla, habida cuenta que, el mencionado a través  

de quien formula el presente escrito, presentó ante dicha Entidad inicialmente un 

“DERECHO DE PETICION DE INFORMACION” el día diecinueve (19) de marzo del año 

2.020 y posteriormente una ACCION DE TUTELA que se amplía en el hecho siguiente.  

 

CUARTO: Ante la respuesta adversa que, se obtuvo de parte del INSTITUTO NACIONAL 

DE VÍAS al mencionado DERECHO DE PETICION, se acudió ante la Jurisdicción Ordinaria 

mediante una ACCION DE TUTELA que en primera instancia denegó el JUZGADO QUINCE 

LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA, la cual fue numerada con el radicado 

08001-31-05-015-2020-00081-00 y posteriormente dicho fallo fue confirmado por el 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BARRANQUILLA – Sala Laboral –  a través de sentencia de fecha 

diecinueve (19) de agosto de los corrientes. 

 

QUINTO: Muy a pesar que el INSTITUTO NACIONAL DE INVIAS – Invías –, ha tenido 

conocimiento pleno de mi condición de POSEEDOR CON JUSTO TITULO del inmueble 

objeto de expropiación por efecto de las actuaciones referidas en los hechos tercero y 

cuarto del presente escrito, la comentada entidad hasta la fecha, no ha puesto en 

conocimiento de mi Cliente la correspondiente NOTIFICACION DEL AUTO ADMISORIO 

de dicha demanda, para que este pudiera agotar el derecho de defensa que le 

corresponde. 

 

SEXTO: Es claro que el CODIGO GENERAL DEL PROCESO, al tenor de los Artículos 289, 

290, 291, y 292 han prescrito de manera taxativa y literal, la manera en que los autos 

admisorios de los procesos judiciales, en general, deben ser notificados en legal forma, 

salvaguardando para los demandados el legítimo derecho que le asiste de defensa y 

contradicción. 

SEPTIMO: Por lo expuesto y ante la evidente ausencia de la notificación en legal forma 

sobre la existencia de este proceso al señor MARTINEZ VILLAR, se le ha vulnerado 

flagrantemente el derecho al “DEBIDO PROCESO”. 
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II. CONSIDERACIONES DE DERECHO.- 

 

PRIMERO: EN CUANTO A LA CONDICION DE “POSEEDOR CON JUSTO TITULO” DEL 

SEÑOR JAIME MARTINEZ VILLAR.- 

 

Para entender el interés que le asiste al señor JAIME ANTONIO SANCHEZ VILLAR en el 

presente proceso, se acude a la definición que “JUSTO TITULO” hizo la sala civil de la 

Cortes suprema de justicia en sentencia 41001 del 19 de diciembre de 2011 con 

ponencia del magistrado Pero Octavio Munar Cadena: 

 

“La jurisprudencia ha entendido por justo título “todo hecho o 

acto jurídico que, por su naturaleza y por su carácter de 

verdadero y válido, sería apto para atribuir en abstracto el 

dominio.  Esto último, porque se toma en cuenta el título en 

sí, con prescindencia de circunstancias ajenas al mismo, que, 

en concreto, podrían determinar que, a pesar de su calidad de 

justo, no obráse la adquisición del dominio” (G.J.t. CVII, 

pág.365; en similar sentido, G.J.t.CXLII, pág.68 y CLIX, 

pág.347, sentencia de 23 de septiembre de 2004, entre 

otras).  En otras palabras, será justo título aquel que daría 

lugar a la adquisición del dominio de no mediar el vicio o el 

defecto que la prescripción está llamada a subsanar.” 

 

SEGUNDO: EN CUANTO A “LA INDEBIDA NOTIFICACION COMO DEFECTO 

PROCEDIMENTAL.-  

En cuanto a la “La indebida notificación como defecto procedimental”, también la 

Honorable Corte Constitucional, ha dicho en las siguientes sentencias: 

Sentencia T-025/18 de la Corte Constitucional: 

“25.  Esta Corporación ha reconocido la importancia que tiene 

la notificación en los procesos judiciales. En particular, la 

sentencia C-670 de 2004[61] resaltó lo siguiente: 

“[L]a Corte ha mantenido una sólida línea jurisprudencial, en 

el sentido de que la notificación, en cualquier clase de proceso, 

se constituye en uno de los actos de comunicación procesal de 
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mayor 

efectividad, 

en cuanto garantiza el conocimiento real de las decisiones 

judiciales con el fin de dar aplicación concreta al debido 

proceso mediante la vinculación de aquellos a quienes 

concierne la decisión judicial notificada, así como que  es un 

medio idóneo para lograr que el interesado ejercite el derecho 

de contradicción, planteando de manera oportuna sus 

defensas y excepciones. De igual manera, es un acto procesal 

que desarrolla el principio de la seguridad jurídica, pues de él 

se deriva la certeza del conocimiento de las decisiones 

judiciales. (Negrilla fuera del texto original).” 

 

En el mismo sentido se pronunció la Sala Plena en la sentencia C-783 de 2004[62], en la 

que indicó que: 

“(…) la notificación judicial es el acto procesal por medio del 

cual se pone en conocimiento de las partes o de terceros las 

decisiones adoptadas por el juez. En consecuencia, tal 

actuación constituye un instrumento primordial de 

materialización del principio de publicidad de la función 

jurisdiccional establecido en el artículo 228 de la Norma 

Superior. 

La notificación judicial constituye un elemento básico del 

derecho fundamental al debido proceso, pues a través de 

dicho acto, sus destinatarios tienen la posibilidad de cumplir 

las decisiones que se les comunican o de impugnarlas en el 

caso de que no estén de acuerdo y de esta forma ejercer su 

derecho de defensa.” 

Por otra parte, en esa oportunidad, la Corte Constitucional se 

pronunció sobre las diferentes modalidades de notificación de 

conformidad con lo establecido en los artículo 313-330 del 

Código de Procedimiento Civil (en adelante CPC), es decir 

personal, por aviso, por estado, por edicto, en estrados y por 

conducta concluyente[63]. 

En relación con la notificación personal, resaltó que tal 

mecanismo es el que ofrece mayor garantía del derecho de 

defensa, en la medida en que permite el conocimiento de la 

decisión de forma clara y cierta, y por esta razón el artículo 

314 del CPC establecía que se debían notificar personalmente 

las siguientes actuaciones procesales: (i) el auto que confiere 

traslado de la demanda o que libra mandamiento ejecutivo, y 

en general la primera providencia que se dicte en todo proceso 

y (ii) la primera que deba hacerse a terceros. Ello se 
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fundamenta en que con tales providencias el destinatario 

queda vinculado formalmente al proceso como parte o como 

interviniente, y en consecuencia queda sometido a los efectos 

jurídicos de las decisiones que se adopten en el mismo. 

26.  Por su parte, en la sentencia T-081 de 2009[64], este 

Tribunal señaló que en todo procedimiento se debe proteger 

el derecho de defensa, cuya primera garantía se encuentra en 

el derecho que tiene toda persona de conocer la iniciación de 

un proceso en su contra en virtud del principio de publicidad. 

De conformidad con lo anterior, reiteró la sentencia T-489 de 

2006[65], en la que se determinó que: 

“[E]l principio de publicidad de las decisiones judiciales hace 

parte del núcleo esencial del derecho fundamental al debido 

proceso, como quiera que todas las personas tienen derecho 

a ser informadas de la existencia de procesos o actuaciones 

que modifican, crean o extinguen sus derechos y obligaciones 

jurídicas. De hecho, sólo si se conocen las decisiones judiciales 

se puede ejercer el derecho de defensa que incluye garantías 

esenciales para el ser humano, tales como la posibilidad de 

controvertir las pruebas que se alleguen en su contra, la de 

aportar pruebas en su defensa, la de impugnar la sentencia 

condenatoria y la de no ser juzgado dos veces por el mismo 

hecho”. (Negrilla fuera del texto original). 

Teniendo en cuenta lo anterior, en la sentencia T-081 de 2009 

previamente referida, esta Corporación indicó que la 

notificación judicial es un acto que garantiza el conocimiento 

de la iniciación de un proceso y en general, todas las 

providencias que se dictan en el mismo, con el fin de amparar 

los principios de publicidad y de contradicción. 

Adicionalmente, en esa oportunidad, la Corte Constitucional 

enfatizó en que la indebida notificación es considerada por los 

diferentes códigos de procedimiento de nuestro 

ordenamiento jurídico como un defecto sustancial grave y 

desproporcionado que lleva a la nulidad de las actuaciones 

procesales surtidas posteriores al vicio previamente referido. 

Con fundamento en lo anterior, la Corte concluyó que la 

notificación constituye un elemento esencial de las 

actuaciones procesales, en la medida en que su finalidad es 

poner en conocimiento a una persona que sus derechos se 

encuentran en controversia, y en consecuencia tiene derecho 

a ser oído en dicho proceso. Lo anterior, cobra mayor 

relevancia cuando se trata de la notificación de la primera 
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providencia 

judicial, por 

ejemplo el auto admisorio de la demanda o el mandamiento 

de pago. 

 

Al respecto la CORTE CONSTITUCIONAL a través de la Sentencia No. T – 348 del año 

1.993, refiere lo siguiente: 

  
“Tercera. Del Derecho al Debido Proceso. 

  

El debido proceso entendido como el conjunto de trámites y 

formas que rigen la instrucción y resolución de una causa, en 

cualesquiera de las jurisdicciones, es garantía para la debida 

protección y el reconocimiento de los derechos de las personas, 

tal como lo establece el artículo 29 de la Carta Política. 

  

Este derecho esencialmente refleja el deseo del legislador de 

rodear al ciudadano de un conjunto de garantías que implican el 

respeto y cumplimiento de los procedimientos, en especial, la 

posibilidad de ser oído y vencido en juicio, o lo que es lo mismo, 

de la facultad de ejercer el derecho de defensa. 

  

El derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia 

de los pasos que la ley impone a los procesos judiciales y 

administrativos, sino también, el respeto a las formalidades 

propias de cada juicio, que se encuentran contenidas en los 

principios que constituyen el fundamento de la acción y decisión 

de los jueces y funcionarios encargados de resolver y administrar 

justicia. 

  

Ha de entenderse entonces, el derecho al debido proceso como 

ese conjunto de garantías que deben observarse a plenitud, 

como quiera que la garantía del debido proceso, plasmada en el 

artículo 29 de la Constitución como derecho fundamental de 

aplicación inmediata, no consiste solamente en la posibilidad de 

defensa o en la oportunidad de interponer recursos, sino que 

exige además, el ajuste de las normas preexistentes al acto que 

se imputa; la aplicación del principio de favorabilidad en materia 

penal; el derecho a una resolución que defina las cuestiones 

jurídicas planteadas sin dilaciones injustificadas; la oportunidad 

de presentar pruebas y controvertir las que se alleguen en su 

contra y, desde luego, la plena observancia de las formas propias 

de cada proceso según sus características. 

  

Se ha considerado por la Corte Constitucional en cuanto al 

alcance de este derecho, y así se ha manifestado de manera 

reiterada en varios de sus pronunciamientos, que las dilaciones 
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injustificadas y el desconocimiento de términos establecidos 

para llevar a cabo actuaciones procesales que corresponde 

legalmente surtirlas al juez como conductor del proceso, 

constituyen violaciones flagrantes de tal derecho. 

  

Como lo señalara esta Corporación en sentencia No. 431 de 

1992, con ponencia del Magistrado Dr. Jose Gregorio Hernández, 

  

"No se trata únicamente de velar por el cumplimiento de los 

términos por sí mismos ya que él no se concibe como fin sino 

como medio para alcanzar la seguridad jurídica, sino de asegurar 

que, a través de su observancia, resulten eficazmente protegidos 

los derechos de los gobernados, muy especialmente el que tienen 

todas las personas en cuanto a la obtención de pronta y cumplida 

justicia". 

  

El incumplimiento y la inejecución sin justa causa o razón cierta 

de una actuación que por sus características corresponde 

adelantarla de oficio al juez, desconocen y vulneran los 

presupuestos esenciales del principio y derecho fundamental al 

debido proceso. Dentro de este contexto, los derechos a que se 

resuelvan los recursos interpuestos, a que lo que se decida en una 

providencia se haga conforme a las normas procesales, y a que 

no se incurra en omisiones o dilaciones injustificadas en las 

actuaciones que corresponden al juez como autoridad pública, 

hacen parte integral y fundamental del derecho al debido 

proceso, y al acceso efectivo a la administración de justicia. 

  

El proceso, como conjunto de actos sucesivos y coordinados, cuya 

finalidad es la de resolver los conflictos o aplicar las sanciones a 

que haya lugar, conlleva la obligación para que en sus diversas 

etapas o momentos procesales, las actuaciones que se expidan, 

sean con arreglo a las reglas propias del debido proceso. Es aquí 

entonces, donde radica el principio según el cual se deben 

observar en cada caso las garantías constitucionales y legales, de 

manera que se pueda culminar con una decisión impregnada de 

justicia y legalidad.   

  

Conforme a lo anterior, la denegación o inobservancia durante 

alguna de las etapas del proceso de esas reglas sin causa que lo 

justifique o razón que lo sustente, se constituye en una 

transgresión del ordenamiento jurídico y legal, y 

consecuentemente, de los derechos fundamentales al debido 

proceso y al acceso a la justicia. 

  

Sin desconocer las obligaciones y deberes propios de los 

funcionarios judiciales, y habida cuenta de las dificultades 

inherentes al ejercicio de la actividad judicial, mal pueden 
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desconocerse las posibilidades de error judicial por apreciación 

equivocada de los hechos tanto por indebida interpretación de 

las leyes y aún por violación abierta de sus disposiciones. 

  

No puede negarse que las equivocaciones de los jueces, cuando 

en ellas incurren, constituyen fuente de injusticias y de 

violaciones a los derechos de quienes tienen interés en los 

resultados del proceso, razón que justifica la existencia de 

múltiples medios de control previos, concomitantes y posteriores 

a la adopción de los fallos, a fin de asegurar que quien se 

considere lesionado en sus derechos pueda obtener que se corrija 

el rumbo del proceso, impugnar el fallo que le es adverso y 

verificar en diferentes momentos procesales si el proceso se 

ajusta a las prescripciones constitucionales y legales dentro de 

un conjunto de garantías que nuestra Carta Política cobija bajo 

la institución del debido proceso. 

  

Es necesario destacar que cuando el funcionario judicial ha 

incurrido en un error por omisión, esto es que dejó de realizar una 

conducta o actuación que debía hacer efectiva por un error suyo, 

el ordenamiento legal consagra además de los recursos 

ordinarios y extraordinarios, según el caso, un medio adecuado 

para corregir dicha situación, y es el consagrado en el artículo 

310 del Código de Procedimiento Civil, según el cual: 

  

"Artículo 310. Corrección de errores aritméticos y otros. Toda 

providencia en que se haya incurrido en error puramente 

aritmético, es corregible por el juez que la dictó, en cualquier 

tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto 

susceptible de los mismos recursos que procedían contra ella, 

salvo los de casación y revisión(...). 

  

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error 

por omisión o cambio de palabras o alteración de éstas, siempre 

que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella". 

  

De esa manera, es el mismo ordenamiento, a través de su 

estatuto de procedimiento civil, el que le otorga a los afectados 

por los errores de los jueces, los medios idóneos para que éstos 

sean subsanados y sean restablecidos en sus derechos. Pero 

cuando se ha vulnerado el debido proceso por la omisión 

injustificada del juez o la autoridad pública de que se trate en 

cumplir las funciones a su cargo, o ha incurrido en dilaciones 

injustificadas y no existen otros medios de defensa judicial a 

cargo del afectado, o existiendo estos pero encontrándose frente 

a un perjuicio irremediable, es procedente la acción de tutela.” 
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III- PRUEBAS y ANEXOS DEL PRESENTE INCIDENTE DE NULIDAD.- 

1. Poder debidamente conferido. 

2. Copia de la Escritura Pública de Compraventa Número Cuarenta y Uno (41) de 

fecha diez (10) de enero del año 2.013, corrida en la Notaria Primera del Círculo 

de Barranquilla. 

3. Derecho de Petición radicado ante el INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS – 

4. Respuesta al DERECHO DE PETICION DE INFORMACION. 

5. Escrito de ACCION DE TUTELA contra el INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS  

6. Sentencia de primera instancia proferida por el JUZGADO QUINCE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BARRANQUILLA en la ACCION DE TUTELA. 

7. Sentencia de segunda instancia proferida por la SALA LABORAL del TRIBUNAL 

SUPERIOR DE BARRANQUILLA confirmando el FALLO DE PRIMERA INSTANCIA en 

la ACCION DE TUTELA., 

IV- SOLICITUD DEL PRESENTE INCIDENTE DE NULIDAD.- 

 

PRIMERO: En consideración a los hechos que se deponen en el presente escrito, y 

también al fundamento jurídico que lo sustenta, respetuosamente solicito a este 

Despacho que declare la NULIDAD ABSOLUTA de todo lo actuado, de conformidad con 

el Numeral 8 del Artículo 133 del Código General del Proceso, que reza así: 

 
“Artículo 133 del Código General del Proceso.- Causales de 

Nulidad: El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en 

los siguientes casos: 

 

(…) 

 

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del 

auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el 

emplazamiento de las demás personas aunque sean 

indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de 

aquellas que deban suceder en el proceso, a cualquiera de las 

partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida 

forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o 

entidad que de acuerdo con la Ley, debió ser citado. 

 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado 

de notificar una providencia distinta del auto admisorio de la 
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demanda o 

del 

mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando la 

notificación omitida, pero será nula la actuación posterior que 

dependa de dicha providencia, salvo que se haya saneado en 

la forma establecida en este código.  

 

PAR.- Las demás irregularidades del proceso se tendrán por 

subsanadas sino se impugnan oportunamente por los 

mecanismos que este código establece.” 

 

SEGUNDO: Con la presente declaratoria de NULIDAD, también solicito a este Despacho 

que, se reconozca dentro del presente proceso y como parte del mismo, al señor don 

JAIME ANTONIO MARTINEZ VILLAR, de las condiciones ya dichas en su condición de 

“POSEEDOR CON JUSTO TITULO”, a efectos de que haga valer los derechos que le 

correspondan y se tenga al mencionado como única persona con derechos sobre el pago 

de la indemnización que corresponda dentro del presente proceso de expropiación que 

cursa en su Despacho con el radicado 2020 – 00019 – 00. 

 

 

Del Señor Juez. 

 

 

 

_______________________________________________ 

AQUILES ERNESTO DEL GALLEGO MOLINA 

C.C. 3.729.332 de Juan de Acosta 

T.P 59.261 del C.S. de la J. 

 


























































































